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Resumen: Este artículo analiza el cambio de estrategia adoptado por 
Práxedes Mateo-Sagasta y el Partido Liberal hacia el catalanismo a través 
del estudio de las elecciones de Barcelona de 1901 y de los debates 
parlamentarios sobre la denominada, por entonces, «cuestión catalana». 
Este giro estratégico propició, por vez primera, la entrada de representantes 
nacionalistas en el Congreso de los Diputados y dio lugar a una discusión 
pública detallada de sus doctrinas. El trabajo evalúa hasta qué punto 
esta nueva orientación cumplió sus objetivos, en particular la contención 
del programa de máximos del nacionalismo y su encauzamiento dentro 
de la legalidad, con el propósito de articular un proceso de «integración 
negativa» destinado a neutralizar tácitamente los rasgos más exclusivistas 
del movimiento y a aislar a sus sectores más irreductibles. De este modo, 
el artículo contribuye a un mejor conocimiento de uno de los aspectos 
más relevantes —y menos estudiados— de la última etapa de gobierno 
de Sagasta.

Abstract: This article examines the shift in strategy adopted by Práxedes 
Mateo-Sagasta and the Liberal Party regarding Catalanism through 

1 Esta investigación se inscribe en los Proyecto I+D+i competitivos “Hacer oposición. 
Elites políticas, parlamentarismo y campañas electorales en la consolidación de 
la España liberal (1856-1876)”, con referencia PR12/24-31586 y financiado por la 
Universidad Complutense de Madrid; y “El sistema de partidos en Andalucía (1868-
1936): un análisis dinámico de sus transformaciones a través de las elecciones y las 
élites políticas”, con referencia PRY 190/25, y financiado por la Fundación Pública 
Andaluza Centro de Estudios Andaluces M.P.
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an analysis of the Barcelona elections of 1901 and the parliamentary 
debates on the so‑called “Catalan question.” This strategic turn 
facilitated, for the first time, the entry of nationalist representatives into 
the Congress of Deputies and triggered a detailed public debate on their 
doctrines. The article assesses the extent to which this original approach 
achieved its objectives: namely, containing the maximalist demands of 
Catalan nationalism and channeling them within the legal framework, 
thereby promoting a process of “negative integration” aimed at tacitly 
neutralizing the movement’s more exclusivist features and isolating its 
most intransigent sectors. In doing so, this study contributes to a better 
understanding of one of the most significant—and least examined—
dimensions of the final stage of Sagasta’s long political career.

Palabras clave: España, Siglo XX, Restauración, Cataluña, Nacionalismo, 
Autonomía, Secesión.

Key Words: Spain, 20th Century, Spanish Restoration, Catalonia, 
Nationalism, Self-government, Secession. 

I. LERROUX SALVA SU ESCAÑO
Aquel sofocante verano de 1901 no desanimó la llegada a Madrid de 

los diputados recién proclamados. Celebradas las elecciones al Congreso 
el 19 de mayo, se preveía que las sesiones de la Cámara baja se consu-
mieran los dos próximos meses en las juras y la discusión de las actas 
protestadas. Las de Barcelona fueron especialmente escandalosas. De 
las 241 secciones de la circunscripción, sólo se había recibido la docu-
mentación completa de 137. Los resultados habían dado la victoria por 
vez primera a cuatro catalanistas de la flamante Lliga regionalista, a los 
que acompañaban el liberal Pedro Gerardo Maristany, el provecto federal 
Francisco Pi y Margall y un publicista republicano de 37 años, Alejandro 
Lerroux. 

Este último, de mediana estatura y porte erguido, contrastaba con 
la mayoría de los diputados por su juventud, robustez y, también, por el 
atuendo: americana frente a levita, cuello rojo en contraste con el blanco 
de los otros diputados, que de por sí ya era toda una declaración de inten-
ciones disruptivas. Presente en ese momento en el Congreso, Lerroux ha-
bía hecho gestiones cerca de Segismundo Moret, ministro de la Goberna-
ción, y de José Canalejas, presidente de la Comisión de Actas, preocupado 
por la suerte de su acta de diputado, que había sido declarada «grave». 
No obstante, el Gobierno había resuelto instruir a la mayoría liberal para 
que la validase con todas las de Barcelona. En realidad, no era el acta de 
Lerroux lo que inquietaba a los próceres monárquicos, sino el triunfo del 
movimiento catalanista tres años después de la pérdida de Cuba. 
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La resolución del jefe del Ejecutivo, Práxedes Mateo-Sagasta, de no 
alentar un conflicto en la ciudad condal fue impugnada por Francisco 
Romero Robledo, antiguo conservador y ahora jefe de su propia fracción, 
que culpaba a los liberales de que su debilidad con los nacionalistas alen-
taba el secesionismo, y reincidía en un comportamiento que en la Gran 
Antilla había fraguado el «grito de Baire». Una actitud carente de sentido, 
pues Romero reputaba fraudulento el triunfo de la Lliga. Con un brioso 
e intencionado discurso, acusó al ministro de la gobernación, Moret, de 
abandonar a la candidatura monárquica, la vencedora en los comicios. 
La aceptación de esa derrota tenía una consecuencia de primera magni-
tud: «la integridad de la patria... la unidad nacional en Cataluña» no ten-
dría en adelante «más defensores allí que los republicanos». No entendía 
el interés del Gobierno por «halagar los delirios del catalanismo» a costa 
de «infringir la ley» y contravenir el «espíritu democrático». «Por fortuna 
para la patria», advertía Romero, «el catalanismo, esa maldita semilla, no 
ha caído ni germinado en la masa obrera, no ha caído ni germinado en 
la masa democrática, porque esa es una semilla levítica que solamente 
florece en los centros reaccionarios, clericales y carlistas»2.

	 Romero Robledo señalaba con agudeza la doble línea de fractura 
que permitiría a Lerroux convertirse en líder de la izquierda barcelonesa: 
la renovación del Partido Republicano en términos a la vez obreristas y 
españolistas, que le iba a permitir establecer, en la siguiente década, un 
sólido antemural frente a la hegemonía de la Lliga. Sin embargo, eso to-
davía era un futurible. En 1901, el predominio del catalanismo parecía 
inexorable, especialmente tras lo que se percibía en la capital del Rei-
no como la desastrosa política electoral de Sagasta que, imitando la de 
Francisco Silvela en 1899, había propiciado el desmantelamiento de sus 
antaño fuertes organizaciones barcelonesas. Por un camino semejante 
iba el republicanismo, dividido en dos organizaciones diferenciadas –la 
Fusión Republicana y el Partido Federal–, corroídas por el faccionalismo 
y electoralmente en declive.

Este trabajo investiga, a través del estudio de las elecciones bar-
celonesas y sobre todo del debate parlamentario de 1901, el cambio de 
estrategia de los partidos constitucionales y, singularmente, de Sagasta y 
su Partido Liberal con el catalanismo. Hasta entonces la izquierda cons-
titucional se había opuesto a que pudiera plantear sus demandas en las 
Cortes por considerar que encarnaba una causa ilegítima –en tanto que 
cuestionaba la existencia de un cuerpo político español–, de modo que 
tampoco aceptaba los términos de la política de atracción «silvelista». En 
este sentido, se ponderará hasta qué punto esta nueva estrategia con-
tribuyó a potenciar o a debilitar, dentro del catalanismo, a la tendencia 

2 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (en adelante DSC), 13-VII-1901, 
pp. 580-581 y 589.
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evolutiva que predominaba en su primer grupo parlamentario y hasta 
qué punto sus planteamientos permitían atisbar o no una «integración 
negativa» en la Monarquía liberal, es decir, una colaboración tácita que 
no viniera acompañada de una declaración de adhesión ni de una renun-
cia al programa originario de máximos3. No es difícil justificar la etapa 
axial que para el nacionalismo catalán supuso aquel año de 1901. El éxi-
to electoral de Barcelona fue el primer hito de un proceso de expansión 
que se desarrollaría con desigual fortuna en aquella parte del territorio 
español al que los nacionalistas apelaban como «Cataluña», que difería de 
la región de las cuatro provincias, y que con altibajos se plasmó en una 
realidad política que persiste hasta nuestros días. El planteamiento del 
«problema catalán» en el Congreso de los Diputados por sus representan-
tes mismos dio lugar a la primera controversia parlamentaria entre los 
nacionalistas y los partidos constitucionales, y obligó a una clarificación 
de los propósitos de los primeros y también de las actitudes que observa-
rían, en adelante, los segundos ante un movimiento que ya no se podía 
sencillamente ignorar, como había ocurrido antes de 1898. No había sido 
el primer debate sobre esta cuestión, pues ya se había suscitado otro en 
ambas Cámaras en 1900 a propósito de la pastoral catalanista del obispo 
de Barcelona, José Morgades. Sin embargo, en las anteriores Cortes el 
nacionalismo carecía de representación y la controversia se había cen-
trado menos en ese movimiento que en la política con la que el Gobierno 
Silvela había pretendido encauzarlo. Además, la irrupción del nacionalis-
mo el año siguiente marcó el ocaso de los planteamientos «neoforalistas», 
tan caros a un sector de la derecha monárquica catalana que se había 
movido entre el catolicismo político y la Unión Conservadora de Silvela. 
En 1901, hubo un primer esbozo de discusión sobre el modelo territorial 
español, en el que volvieron a manejarse –como ya había ocurrido en los 
años del Sexenio– conceptos políticos como descentralización, autonomía 
o federación, que a finales del XIX sólo habían ocupado a las Cortes espa-
ñolas para tratar del estatus de las provincias ultramarinas. 

Este artículo aporta, así, elementos para desentrañar un problema 
histórico más general: el impacto del «desastre» de 1898 en el desarrollo 
del nacionalismo catalán. Existe un contraste entre la certeza casi ab-
soluta de que este impacto hubo de ser relevante, incluso decisivo, y la 
escasez de estudios monográficos al respecto, al menos desde la formu-
lación de las tesis coincidentes de Jesús Pabón y, sobre todo, de Borja 
de Riquer, para quien con el «desastre» se produjo una grave pérdida de 

3 Sobre la «integración negativa», vid. Giovanni Sartori, Partidos y sistemas de partidos, 
Alianza, Madrid, 2005, pp. 186-190; y Juan José Linz, “La Quiebra de las Democracias”, 
en Obras escogidas. 4. Democracias: quiebras, transiciones y retos, CEPC, Madrid, 
2010, pp. 37-48. La socialdemocracia alemana como caso paradigmático, en Jonathan 
Sperber, The Kaiser´s voters. Electors and elections in Imperial Germany, Cambridge 
University Press, Cambridge, 1997, pp. 55-74. 
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legitimidad del Estado-Nación y de la idea de la nación española4. Por 
último, este trabajo mejora el conocimiento sobre una de las cuestiones 
capitales que hubo de afrontar Sagasta en su postrera etapa de Gobier-
no, probablemente la más descuidada de su biografía, en la que los años 
clave que marcaron el fin de la Regencia de María Cristina de Habsburgo 
y el comienzo del reinado de Alfonso XIII son una suerte de epílogo menor 
respecto del Sagasta del Sexenio o el de la Restauración hasta 18985.

II. LOS ORÍGENES DEL CATALANISMO POLÍTICO
En las páginas anteriores, para caracterizar al movimiento que eclo-

siona con la Lliga se han usado, como términos prácticamente inter-
cambiables, «regionalismo», «catalanismo» y «nacionalismo», que como se 
sabe tienen definiciones e implicaciones bien diferenciadas. Con objeto 
de tratar adecuadamente la controversia de 1901, resulta básico enten-
der la significación precisa de aquel movimiento sin perjuicio de admitir 
su complejidad interna, ligada a disonancias doctrinales que no dejarían 
de explicitarse con el cambio de siglo6.

Aunque puede convenirse en que no todo lo que confluyó en el mo-
vimiento «catalanista» era en origen nacionalista, a la altura de 1901 ca-
bían pocas dudas de que el nacionalismo era la doctrina que permeaba 
a la nueva Lliga, aun cuando mantuviera durante toda la Restauración 
el calificativo de «regionalista», con objeto de enfatizar su gradualis-
mo. El nacionalismo, una doctrina fraguada en Prusia para legitimar 
la expansión de aquel reino por las tierras del antiguo Sacro Imperio 

4 Borja de Riquer, Escolta Espanya. La cuestión catalana en la época liberal, Marcial 
Pons, Madrid, 2001, pp. 103-119 y 190-191.

5 Como puede observarse en las últimas biografías: José Luis Cepeda Adán, Sagasta, 
el político de las horas difíciles, Fundación Universitaria Española, Madrid, 1995; José 
Ramón Milán García, Sagasta. El arte de la política, Biblioteca Nueva, Madrid, 2000; y 
José Luis Ollero Vallés, Entre la libertad y el orden. Sagasta y el progresismo, Marcial 
Pons, Madrid, 2006.

6 La bibliografía sobre los regionalismos y los nacionalismos «periféricos» en España 
–y singularmente del más influyente, el catalanista– es abrumadora, aunque de desigual 
calidad y, en lo que a la Restauración respecta, en vertiginoso descenso con el cambio 
de siglo. No es objeto de este artículo hacer un balance crítico de ésta. Basta remitirse a 
los listados de tres destacadas obras, muy vigentes, y que interesan, además, al objeto 
de este trabajo: Jesús Pabón, Cambó, Vol. I: 1876-1918, Alpha, Barcelona, 1952; Enric 
Ucelay, El imperialismo catalán: Prat de la Riba, Cambó, D´Ors y la conquista moral de 
España, Edhasa, Barcelona, 2003; y Borja de Riquer, Escolta Espanya. La cuestión 
catalana en la época liberal, Marcial Pons, Madrid, 2001. A esta última, puede añadírsele 
el contrapunto de las atinadas reflexiones de Aleix Vidal-Quadras, “Nacionalismos y 
98. Entre el escolta y el adeu”, en La Constitución traicionada, Libros Libres, Madrid, 
2006, pp. 112-123. Una evaluación anterior y más general de toda esta bibliografía, 
en Manuel Suárez Cortina, “La Restauración (1875-1900) y el fin del imperio colonial. 
Un balance historiográfico”, en La Restauración, entre el liberalismo y la democracia, 
Alianza, Madrid, 1997, pp. 31-108.
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Romano-Germánico7, sirvió para enraizar en Barcelona la demanda de 
reunir en un mismo Estado todos los territorios con grupos de catala-
noparlantes. 

No se trataba, por tanto, sólo del viejo Principado, reconvertido en 
1833 en una región dividida en cuatro provincias, sino también de aque-
llos otros antiguos reinos con variedades lingüísticas diferentes del es-
pañol, desde las comarcas orientales de las provincias aragonesas y la 
franja costera de Valencia hasta las islas Baleares; pero también, fuera 
de España, el Rosellón francés y la ciudad sarda de Alguer. Aquel mo-
vimiento no era, por entonces, exclusivo de Barcelona. El nacionalismo 
había arraigado en el transcurso del XIX por toda la Europa central y 
oriental, activando defensivamente a los grupos lingüísticos que habían 
convivido en una misma circunscripción política con poblaciones ger-
manoparlantes. Luego se había extendido a todas aquellas zonas mixtas 
donde, en nombre del idioma o de cualquier otra manifestación externa 
de «la nacionalidad», un colectivo nacionalista demandaba el disfrute ex-
clusivo de un territorio. 

En las décadas finales del XIX, el nacionalismo tomó carta de natu-
raleza en Europa occidental, y singularmente en España, aunque no con 
el mismo éxito que en su solar originario. En el poniente continental, las 
antiguas Monarquías habían creado y consolidado unas comunidades 
políticas en las que aquellos europeos se reconocían desde hace siglos, 
y que eran capaces de forjar y reproducir lealtades vivas y duraderas de 
generación en generación. Estas sociedades se habían reorganizado, en 
el tránsito del XVIII al XIX, uniendo los tradicionales lazos con un rey al 
remozado principio de la soberanía del pueblo. El resultado, plasmado en 
las diversas versiones nacionales del sistema constitucional, consagraba 
la existencia de un cuerpo de ciudadanos que vinculaba sus libertades 
civiles a la conservación de un espacio donde ejercitarlas y a unos me-
canismos legales e institucionales que las hacían reales y las garantiza-
ban. Por ello, al tratarse de naciones sensu strictu, con un alto grado de 
legitimación, no necesitaban refundarse por medio del principio oscuro y 
evanescente del «volksgeist», que quedó restringido a algunos círculos de 
literatos y filósofos deslumbrados por el romanticismo.

No obstante, las teorías nacionalistas tuvieron sus defensores en 
los círculos tradicionalistas que, en la España del XIX, habían tratado de 
erigir una doctrina nueva para redefinir la sociedad política en oposición 

7 Desborda el propósito de este artículo el hacer una aportación sobre los orígenes 
del nacionalismo como doctrina política. El autor está familiarizado con la bibliografía 
clásica al respecto y con los debates historiográficos que se suscitaron, y desde un punto 
de vista empírico, observa que son las teorías de Elie Kedourie –Nacionalismo, Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid, 1988–, las que mejor se adaptan al «catalanismo», 
máxime cuando el «prusianismo» fue, además, fuente directa de inspiración de quienes, 
como Enrich Prat de la Riba, más se esforzaron por fijar su doctrina. 
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al liberalismo. El nacionalismo distó de alcanzar una influencia predo-
minante en el pensamiento tradicionalista, por el peso que mantuvo en 
esta corriente el catolicismo político. Su universalismo «ultramontano», 
que personificaba una instancia legitimadora, el pontífice romano, situa-
do al margen y por encima del «volksgeist», no abonaba el terreno para 
las ideas de Herder o Fichte. La situación, sin embargo, se modificó con 
la progresiva secularización de la vida política en las provincias donde 
el tradicionalismo había contado con un arraigo relevante. En ellas, las 
guerras civiles del XIX habían provocado una disyunción en las lealta-
des políticas, de modo que había un contingente relevante de españoles 
que no aceptaban la reformulación nacional de su país a instancias de 
los liberales, ni se reconocían en ese ideal de un cuerpo de ciudadanos 
consagrado al cultivo de la libertad política. Desde luego, no terminaban 
de aceptar a los monarcas de la «dinastía liberal», a los que consideraban 
«ilegítimos», ni entendían la rotación de los Gobiernos de «partido», o la 
necesidad de introducir códigos de leyes «abstractas» que no entendían, 
o de dividir el territorio en circunscripciones extrañas, las «provincias», 
para implantar una nueva administración «uniforme», unos cambios que 
modificaban de raíz las viejas reglas y las instituciones particulares de 
los antiguos reinos y municipalidades. Aunque las provincias catalanas 
eran políticamente tan plurales como las del resto de España, el tradicio-
nalismo tenía una mayor implantación y, por eso, fue allí más relevante 
el impacto de las guerras civiles8.

No era el único movimiento que impugnaba el principio de la unidad 
nacional tal y como lo articulaban los liberales. Las provincias de Barce-
lona y Tarragona también albergaron un potente movimiento republica-
no federal que en el XIX se había constituido como alternativa al libera-
lismo. Defendía que la abolición de la Corona iba a suponer la reversión 
total de la soberanía a su legítimo dueño, el «pueblo». Esa fracción del 
republicanismo se articulaba en torno a dos banderas, el sufragio uni-
versal y la federación, que se entrelazaban para satisfacer la sed metafí-
sica de sus partidarios de refundar por completo la sociedad. Esto sólo 
se conseguiría mediante la destrucción de todos los constreñimientos 
sociales que sometían la voluntad del individuo, liberando así su bon-
dad innata. El federalismo español concebía la libertad como ausencia 
total de coerción y, de ese modo, edificaba su utopía sobre la completa 
autodeterminación del ciudadano. La sociedad se construiría sobre un 
sistema de pactos, la federación, articulados de abajo arriba. Los indivi-
duos se ligarían entre sí por medio de diversas instancias –el municipio 
como agrupación de individuos libremente autodeterminados, la región 

8 Sobre el tradicionalismo en Cataluña, vid. Jordi Canal, El carlisme català dins 
l’Espanya de la Restauració. Un assaig de modernització política (1888-1900), Eumo, 
Barcelona, 1998.
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como agregado de municipios autónomos, la nación como aglomerado de 
regiones soberanas– que haría posible la convivencia fraternal de todos 
los seres humanos. El defensor más caracterizado de esta utopía fue el 
barcelonés Francisco Pi y Margall, el teórico más importante del federa-
lismo en la España del XIX, y uno de los presidentes del Poder Ejecutivo 
durante la Primera República. La experiencia de 1873 había mostrado, 
no obstante, que la libertad como ausencia de restricciones y el sistema 
de pactos «sinalagmáticos, conmutativos y bilaterales» dispersaban la 
soberanía en una multiplicidad de entidades poco solidarias entre sí, 
sustituían la coerción del Estado liberal por la coacción más directa de 
los «voluntarios de la República», y diluían la nación en un magma mal 
avenido de cantones9.

En todo caso, el federalismo de Pi y Margall habría sido teóricamente 
inconciliable con el nacionalismo de no ser porque a don Francisco se le 
planteaba, en aquel proceso de reconstituir la nación mediante pactos, 
el problema de definir aquellas entidades supramunicipales a las que se 
agregarían las localidades. Lo coherente en la teoría federal era que su 
formación se dejara al libre albedrío, y si Pi y Margall había rechazado 
en Las Nacionalidades (1879) el «volksgeist» y sus pretendidas manifes-
taciones externas como fundamento de las colectividades políticas, sin 
embargo, ya en la vejez se abrió a las teorías nacionalistas para sancionar 
el acercamiento entre sus federales y unos escindidos a los que se cono-
cía como «catalanistas», comandados por el ex federal Valentín Almirall10. 

Almirall había derivado su «particularismo» del federalismo de su 
maestro. En su opúsculo Lo Catalanisme (1886), la «región» ya no era 
consecuencia del pacto: Cataluña tenía una existencia anterior y supe-
rior que esos acuerdos debían respetar, y poseía un «carácter particular» 
que se manifestaba a través de unos rasgos «culturales» privativos; de 
ahí se seguía su derecho a tener un Estado. Almirall pensaba encajar 
este Estado catalán en la España de su época, adoptando un sucedáneo 
del dualismo austro-húngaro que sustituyera el «avasallador asimilismo 
de Castilla» por el «pactismo originario» de la antigua Corona de Aragón. 
Almirall había pasado de la teoría a los hechos fundando el Centre Ca-
talá (1882), asociación con ínfulas de partido en la que buscó integrar a 
todos los catalanistas, tanto a los de origen federal como tradicionalista. 
Su mayor hito fue impulsar la famosa «memoria» dirigida a Alfonso XII, 
«en defensa de los intereses morales y materiales de Cataluña», que la 

9 La mejor puesta al día de la doctrina republicana federal y sus implicaciones 
prácticas en Cataluña y en toda España es la de Jorge Vilches, La Primera República 
Española (1873-1874). De la utopía al caos, Espasa, Madrid, 2023.

10 Ángel Duarte, El republicanisme català a la fi del segle XIX, Eumo, Vic (Barcelona), 
1987, p. 145. Joaquín Romero Maura, «La Rosa de Fuego». El obrerismo barcelonés de 
1899 a 1909, Alianza, Madrid, 1989, pp. 82-83.
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publicística nacionalista motejaría tendenciosamente como «memorial de 
greuges»11. 

No obstante, el Centre tuvo escaso arraigo y su ala derecha, mal 
avenida con el liderazgo de Almirall, se separó de él para fundar en 1887 
la Lliga de Catalunya. En ella se integró el Centre Escolar Catalanista, 
una pequeña asociación de universitarios que aportaría a los dirigentes 
más caracterizados del catalanismo conservador: los dos futuros pre-
sidentes de la Mancomunidad catalana, Enrich Prat de la Riba y Josep 
Puig y Cadafalch, y su líder en la política nacional, Francisco Cambó. 
Esta división consolidó, en adelante, la existencia de un nacionalismo de 
derechas y otro de izquierdas, aunque de importancia dispar. Durante 
casi todo el periodo de la Restauración, iba a ser la derecha la que lleva-
ra la iniciativa política y agrupara a la mayor parte del movimiento. La 
Lliga compitió con éxito con el Centre de Almirall a la hora de allegar el 
apoyo de entidades y personalidades catalanistas y, en 1891, se convirtió 
en la columna vertebral de la Unió Catalanista. Esta asociación convocó, 
al año siguiente, la célebre asamblea de Manresa, que redactó las bases 
de una «Constitución regional» para Cataluña. Aunque, como se verá, el 
proyecto se diferenciaba poco de las tesis de Almirall, las bases de Man-
resa suelen considerarse la carta fundacional del catalanismo. Uno de 
sus artífices iba a ser el joven Prat de la Riba, que en Manresa había de-
fendido una ponencia más acentuadamente nacionalista. Como se verá 
a continuación, aquellas bases, profusamente analizadas en los debates 
de 1901, postulaban un modelo de Estado confederal que había tenido 
un precedente en el Mensaje a la Reina Regente en 1888, en el que se 
exponía sin ambages la «cuestión nacional» catalana en términos «pseu-
dohistoricistas» y se pedía una solución dualista «castellano-catalana» 
similar al país de origen de María Cristina de Habsburgo, el Imperio de 
Austria-Hungría12. 

Todos estos hitos son relevantes, empero, más por su trascenden-
cia futura que por su influencia en la política española del momento, ni 
siquiera en la específicamente catalana. A principios de la última década 
del XIX, el nacionalismo era un fenómeno de cenáculos reducidos, más 
densos en Barcelona y con núcleos desperdigados en los municipios más 
poblados de la región. En las elecciones generales, las cuatro provincias 
catalanas proclamaban diputados y senadores del Partido Liberal-Con-
servador y del Partido Liberal, como en toda España, a los que en deter-
minadas coyunturas acompañaba un reducido contingente de republi-
canos y tradicionalistas. De hecho, el catalanismo de izquierdas había 

11 Joaquim Camps i Ardoix, El memorial de greuges, Rafael Dalmau, Barcelona, 1968, 
p. 29. Enric Ucelay, El imperialismo catalán…op. cit., pp. 104-105.

12 José Antonio González Casanova, Federalismo y Autonomía. Cataluña y el Estado 
español, 1868-1938, Crítica, Barcelona, 1979, pp. 156-161. Enric Ucelay, El imperialismo 
catalán… op. cit., pp. 117-121. 
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iniciado un proceso de declive, confundido con los federales. Su espacio 
político se lo estrechó Lerroux, cuando se hizo con el liderazgo de casi 
todo el republicanismo barcelonés. De hecho, seducido por el dinamismo 
y los éxitos del «emperador del Paralelo», Almirall acabó abjurando de las 
«ridículas teorías» del nacionalismo para apoyarle frente al catalanismo 
de derechas, en nombre de los «grandes ideales», comunes a todos los 
hombres, de «libertad y democracia»13. De ahí que fuese la derecha del 
catalanismo, no la izquierda, la artífice de la eclosión del movimiento.

Aunque en los noventa tampoco había la seguridad de que esto fue-
ra a ser así. Si la Unió Catalanista no languideció, se debió a dos factores. 
El primero fue el del liderazgo, pues encontró en Prat de la Riba un devo-
to de la causa nacionalista, sin las ambivalencias de Almirall. Prat unía 
a su condición de ideólogo un activismo incansable, con apreciables y 
poco comunes dotes de propagandista y organizador. A él se debió que el 
catalanismo folklórico de fines del XIX cuajara en un exitoso instrumento 
político y electoral. Sin embargo, ni la actividad de Prat y de sus entu-
siastas seguidores, ni las luego tan célebres bases de Manresa habrían 
despertado mucho eco de no ser por un segundo factor: la coyuntura de 
fin-de-siècle que culminó en el «desastre» de 1898, y que contribuyó a 
abonar el terreno a ese movimiento14. 

El espacio político del catalanismo de derechas había comenzado 
a ensancharse. A mediados de los noventa se había consumado una 
escisión del Partido Liberal-Conservador que, capitaneada por Francis-
co Silvela, obtuvo el apoyo del ala derecha de aquella formación, que 
en Cataluña representaba un núcleo católico y neoforalista dirigido por 
Manuel Durán y Bas. Minoritario dentro de los conservadores catalanes, 
Durán buscó acomodo junto al general Camilo García de Polavieja, al 
que entonces se atribuía el propósito de organizar un partido confesio-
nal. El asesinato de Cánovas en 1897 sumió a la derecha constitucional 
en una traumática sucesión, que se saldó con la elección de Silvela y la 
refundación del partido en una flamante «Unión Conservadora». Silvela 
integró a los partidarios de Polavieja en su proyecto: nombró al general 
ministro de la Guerra, y llevó a la cartera de Gracia y Justicia a Durán 
y Bas. Desde su puesto, Durán desmanteló el Partido Liberal-Conser-
vador en Cataluña, y buscó edificar la Unión Conservadora fusionando 
a los «polaviejistas» y a los escasos «silvelistas» con los catalanistas de 
derecha, entonces en estrechísimo contacto con él. Para ello, seleccionó 
de ese último grupo a buena parte de las nuevas autoridades locales, y 
hasta recurrió a los catalanistas para proveer los influyentes obispados. 
Era el paso previo a un plan político que desbordaba los propósitos del 

13 Roberto Villa García, Lerroux. La República liberal, Gota a Gota, Madrid, 2019, p. 
56.

14 Francisco Cambó, Memorias (1876-1936), Alianza, Madrid, 1987, p. 42. 
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Gobierno, y que aspiraba a restablecer una versión remozada del viejo 
Principado de Cataluña15.

Silvela era partidario de una reforma de las leyes municipal y pro-
vincial en sentido descentralizador, pero ni a él ni a los restantes minis-
tros se les había pasado por la cabeza desmantelar la nación liberal para 
convertir España en un sucedáneo de Austria-Hungría. Cuando la dipu-
tación única regional y el concierto económico suscitaron resistencias 
invencibles en la derecha constitucional, Durán y Bas dimitió la cartera a 
los siete meses de su nombramiento, y se desligó al poco de la Unión Con-
servadora. Para entonces, la efervescencia política en Barcelona no hizo 
sino incrementarse. La derrota bélica de España contra Estados Unidos, 
que se había saldado un año antes con la pérdida de las provincias ultra-
marinas y que había propiciado la llegada de la Unión Conservadora al 
Poder, sumó al trauma de la escisión territorial una insatisfacción econó-
mica y administrativa que tuvo en la provincia de Barcelona un impacto 
especial. Se prolongó, además, con el «tancament de caixes», un movi-
miento de insumisión fiscal contra el Gobierno de Silvela, pero también 
con las tentativas del anarquismo de retomar el control de las sociedades 
obreras, con objeto de convertir el descontento con una coyuntura de 
ajustes salariales y desempleo, en desafección contra «el sistema». En ese 
ambiente, los ácratas creían poder allegar los apoyos para una insurrec-
ción que, principiada con una huelga revolucionaria, permitiera iniciar el 
tránsito hacia el «comunismo libertario».

En aquel clima de desmoralización tras el «desastre», el catalanismo 
comenzó a ganar audiencia entre quienes se quejaban de las deficiencias 
en el funcionamiento de los servicios públicos en Barcelona, que con-
trastaban con la próspera vida empresarial de la ciudad, ahora golpeada 
por la traumática pérdida de los mercados ultramarinos. También lo hizo 
entre los que denunciaban la pasividad de los Gobiernos constitucionales 
ante el crecimiento de la movilización sindical y, en sus márgenes, del 
activismo anarquista; de ahí que hubieran suspirado por el caudillaje de 
un general como Polavieja, con la esperanza de que restaurara expediti-
vamente el orden e impusiera sus demandas a los «Gobiernos de Madrid». 
En ese contexto, la reforma fiscal de Raimundo Fernández-Villaverde, 
ministro de Hacienda de Silvela, exasperó a una parte significativa de los 
barceloneses, ya que incrementó los impuestos con objeto de equilibrar 
los presupuestos y enjugar la abultada deuda de guerra. La marcha de 
Polavieja y de Durán hizo que sus seguidores se agruparan en una «Unió 
Regionalista» que se fusionó en 1901 con el Centre Nacional Catalá, de 
Prat de la Riba. En este Centre se había agrupado la mayor parte de la 
Unió Catalanista, que era partidaria de romper con el improductivo apo-

15 Luis Arranz Notario, Francisco Silvela y de la Vielleuze. Escritos y discursos políticos, 
CEPC, Madrid, 2005, pp. CLVIII-CLIX.
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liticismo de la organización y acudir a las elecciones generales de ese 
mismo año. Había nacido la Lliga Regionalista16, el partido que, apoyado 
por un segmento relevante de las sociedades económicas de Barcelona, 
irrumpiría en las primeras elecciones barcelonesas del nuevo siglo, y he-
gemonizaría el catalanismo hasta 1923.

III. ELECCIONES PARA LA POLÉMICA: EL TRIUNFO NACIONALISTA 
DE 1901

En 1901, el joven Lerroux era el más popular de los candidatos re-
publicanos, sobre todo por haber sufrido un breve encarcelamiento tras 
su violenta campaña contra el matrimonio de la infanta María de las 
Mercedes –hermana mayor de Alfonso XIII– con el Conde de Caserta, 
un Borbón Dos Sicilias cuyo progenitor había sido carlista y al que las 
nupcias lo situaban en la línea de sucesión a la Corona. Con su aureo-
la de perseguido, Lerroux se había trasladado a vivir a Barcelona y, por 
segunda vez, fue propuesto candidato por los republicanos progresistas 
–antiguos seguidores de Manuel Ruiz Zorrilla– dentro de una alianza más 
amplia con la Fusión de Nicolás Salmerón y los federales de Francisco 
Pi y Margall. Eso sí, Lerroux, que había entrado a trabajar en el diario 
republicano La Publicidad, venía dispuesto a abrirse hueco y a constituir 
un núcleo político propio. Lo primero era obtener el escaño y para ello 
necesitaba montar una organización electoral17.

A priori, no lo tendría fácil. En Barcelona, donde no escaseaban los 
republicanos, el movimiento estaba sometido a las mismas tendencias 
faccionales y centrífugas que en el resto de España. Solo la convivencia 
en común en los casinos, lugares donde el esparcimiento ganaba la ac-
tividad política, creaba lazos de identidad política que las disputas doc-
trinales y personalistas se encargaban pronto de disolver. El derecho de 
asociación y el sufragio universal apenas habían servido para articular 
y ampliar los efectivos republicanos. La conmemoración de los fastos de 
1873, cada 11 de febrero, movilizaba muy poco más que las elecciones. 
La relación que progresistas y federales mantenían con los sindicatos, y 
la clientela que les procuró la apertura de algún ateneo popular, cocina 
económica o mutualidad, no les reportaba réditos electorales desde 1893. 
La penetración rural del republicanismo catalán, aun mayor que en otras 
regiones, era poco relevante.

Lerroux comprendió al instante que la inclusión de su nombre con-
fesaba la evanescencia de vetustos figurones como Pi y Margall o Sal-

16 Isidre Molas, Lliga catalana, Edicions 62, Barcelona 1973, pp. 42-45.
17 Fernando Soldevilla, El Año Político 1901, Ricardo Rojas, Madrid, p. 40. Joaquín 

Romero Maura, «La Rosa de Fuego». El obrerismo barcelonés de 1899 a 1909, 
Alianza, Madrid, 1989, p. 116. Luis Arranz Notario, Silvela. Entre el liberalismo y el 
regeneracionismo, Gota a Gota, Madrid, pp. 144-145.
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merón, y la poca aptitud electoral de los dirigentes de la organización 
barcelonesa como Eusebio Corominas y José María Vallés y Ribot. Algún 
esfuerzo mayor había hecho Emilio Junoy por cultivar a las sociedades 
obreras, pero la Fusión Republicana a la que pertenecía, situada en el ala 
derecha del republicanismo, era poco atractiva para éstas. Otros, como 
un desengañado Juan Sol y Ortega, se convirtieron a la política estric-
tamente legalista y de representación de intereses –renunciando a toda 
estrategia revolucionaria– y pactaron su inclusión en el encasillado de la 
Monarquía. Sol y Ortega se hizo impopular entre los republicanos acérri-
mos, convencidos de que todo acuerdo con los monárquicos aminoraba 
las expectativas de cambio de régimen. Podría ser, pero Sol había sido 
el único republicano de Barcelona que logró el escaño en las anteriores 
elecciones de 1899, mientras sus correligionarios fueron, de nuevo, de-
rrotados18.

El día de las elecciones, 19 de mayo de 1901, había sido en Barcelo-
na más tranquilo de lo esperado después de una campaña convulsa. Le-
rroux fue su principal animador al apelar al electorado obrero y suscitar, 
por ello, la hostilidad de los anarquistas19. El joven dirigente republicano 
competía por obtener el puesto que habían dejado libre los monárquicos. 
Los dos jefes de los partidos constitucionales, el liberal José Comas y 
Masferrer y el conservador Manuel Planas y Casals, habían articulado 
una candidatura conjunta que tenía el apoyo oficial y que esperaba ganar 
los cinco escaños de las mayorías y, además, manejar el número sufi-
ciente de votos como para ayudar al republicano Sol y Ortega a obtener 
uno de los puestos de la minoría20. 

Esas eran las previsiones, pero el escrutinio oficial dio otros resul-
tados. La Lliga regionalista –reforzada por sendas disidencias «silvelista» 
y fusionista, y el apoyo de buena parte de la patronal y de la industria 
y el comercio de Barcelona, ganados por la demanda de un concierto 
económico para Cataluña– logró cuatro de los siete escaños. Triunfa-
ron Bartolomé Robert con 7.811 votos, Alberto Rusiñol con 6.428, Luis 
Doménech con 6.282 y Sebastián Torres con 5.793, y sólo su quinto 
candidato, Romualdo Quintana, se quedó fuera por previa renuncia. Les 
siguió en votos el único candidato monárquico victorioso, el liberal Pedro 
Gerardo Maristany, con 5.605 votos. Los dos puestos de la minoría fue-
ron para los republicanos, con Lerroux como candidato más votado, con 

18 Joaquín Romero Maura, «La Rosa de Fuego»… op. cit., pp. 65, 70-71 y 84-85. Ángel 
Duarte, El republicanisme català… op. cit., pp. 141-146.

19 Emilio Navarro, Historia crítica de los hombres del Republicanismo catalán en la 
última década (1905-1914), Ortega & Artis, Barcelona, 1915, p. 300. La Publicidad, 7-V-
1901.

20 Nuestro Tiempo nº 6, 1901. Jesús Pabón, Cambó… op. cit., pp. 199-204. Borja de 
Riquer, Escolta Espanya… op. cit., pp. 195-198.
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5.446 sufragios, seguido de Pi y Margall, con 5.24221. La proclamación de 
estos candidatos contradecía los datos del escrutinio que inicialmente se 
habían anunciado en el Gobierno Civil y que otorgaban el triunfo a los 
monárquicos con cifras superiores de voto a las proclamadas, y a dos 
candidatos lligaires por las minorías. Los regionalistas habían publicado 
el 20 de mayo en la edición vespertina de su periódico, La Veu de Cata-
lunya, un cómputo a partir de las certificaciones de sus interventores que 
desmentía parcialmente el recuento del gobernador22. 

Lo cierto era que, si bien los comicios no habían sido muy concu-
rridos, incluso así los guarismos de voto de los candidatos proclamados 
eran demasiado bajos. Muchas de las secciones no habían podido ser 
escrutadas y faltaban hasta 149 documentos, entre certificaciones y co-
pias literales de las actas, irregularidades de las que los regionalistas y 
los republicanos acusaban a varios presidentes de mesa al servicio del 
gobernador y de la candidatura monárquica. Sin embargo, fue Lerroux, 
que con sus interventores había hecho un recuento propio, quien inició 
la protesta popular. Tras acusar al Gobierno de fomentar el «separatismo 
catalán» con sus manejos electorales, apeló al ministro de la Goberna-
ción, Moret, para que desautorizara a su gobernador y proclamara a los 
vencidos como diputados. Del dicho al hecho, convocó a sus seguidores 
en la Diputación Provincial, donde debía practicarse el recuento, con el 
ánimo de provocar disturbios si salía derrotado23. Aunque con menos brío 
que los «lerrouxistas», los catalanistas se incorporaron también a la pro-
testa y eso hizo temer al gobernador por el orden público.

El 23 de mayo, el escrutinio se hizo en una sala abarrotada por los 
interventores catalanistas y republicanos, y con medio millar de perso-
nas apostadas en la plaza de San Jaime. El magistrado que presidía la 
Junta de escrutinio había recibido la instrucción gubernativa de recon-
tar, en caso de controversia, los resultados de los certificados aportados 
por los interventores y no las actas oficiales, cosa que hizo bajo la atenta 
vigilancia de los asistentes, entre los que faltaron ostentosamente los 
candidatos monárquicos y sus seguidores. Estas dos circunstancias, y 
el hecho de que no llegaran a poder de la junta los resultados de dece-
nas de mesas, incrementaron la controversia en torno a la proclamación 
final, tan sospechosa como la manipulación previa del escrutinio por el 
Gobierno Civil24.

21 DSC, 4-VII-1901, Ap. 31º al nº 20. 
22 La Veu de Catalunya, 20-V-1901. Romero Maura, «La Rosa de Fuego»… op. cit., p. 

556. José Álvarez Junco, El emperador del Paralelo. Lerroux y la demagogia populista, 
Alianza, Madrid, 1990, pp. 227-228. La controversia puede seguirse en las ediciones de 
La Veu de Catalunya, La Publicidad y Diario de Barcelona, del 20 al 23-V-1901.

23 Archivo Histórico Nacional, FC-Interior (A), Leg. 20. La Publicidad, 22 y 23-V-1901.
24 Un relato anovelado de aquellas elecciones en Alejandro Lerroux, Mis Memorias, 

Afrodisio Aguado, Madrid, 1963, pp. 424-429. Vid. también, Amadeu Hurtado, Quaranta 
anys d´advocat, Vol. I, Ariel, Barcelona, 1967, pp. 53-57. 
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Ante el cúmulo de irregularidades, la Comisión de Actas del Con-
greso de los Diputados declaró graves las elecciones de Barcelona, lo 
que implicaba una fiscalización mucho más atenta de sus resultados y 
muchas probabilidades de que fueran anulados. La Comisión reclamó las 
copias de toda la documentación electoral disponible para hacer un nue-
vo recuento. Los diputados catalanistas triunfantes, que pensaban ha-
ber alcanzado un pacto tácito con el Gobierno para validar sus escaños, 
anunciaron su retirada del Congreso antes incluso de que la Comisión 
dictaminara, en protesta por su decisión. Era una maniobra coercitiva, 
por si a Sagasta se le ocurría ceder ante Canalejas y la mayoría parla-
mentaria liberal, hostil al catalanismo. Aunque también era una protesta 
extemporánea, como destacó casi toda la prensa, que conocía que «el Go-
bierno desea que se aprueben las actas de Barcelona». Por ello, era «muy 
probable que el Congreso vote la aprobación», pese a que era de dominio 
público que la proclamación nació «bajo la presión del medio, en un es-
crutinio oportunista que no se hizo con los documentos señalados para el 
caso» y «el día de la elección hubo… rondas de votantes que multiplicaron 
los votos catalanistas»25.

Sin embargo, los conservadores y sus aliados no se sintieron con-
cernidos por las presiones del Gobierno y no cedieron. La Comisión de 
Actas se dividió en dos bloques. La mayoría, en la que formaban los 
vocales del Partido Liberal con José Canalejas al frente, elaboró un 
dictamen en el que se reconocían las irregularidades, pero se sostenía 
que las reclamaciones y las protestas habían sido formuladas por los 
diputados proclamados, y no por los candidatos monárquicos, que ni 
siquiera habían comparecido ante el Congreso de los Diputados. Los 
liberales reputaban falsas las certificaciones y las copias de actas que 
se les habían remitido para reconstruir el recuento, pues varias de 
ellas contradecían las escrutadas en Barcelona, que no habían sido 
protestadas ni por los interventores, ni por los candidatos no procla-
mados. También aprobaron que la Junta escrutadora de la ciudad con-
dal computara las certificaciones aportadas por los republicanos y los 
regionalistas, y no las actas oficiales. Por todo ello, proponían validar 
la proclamación y, con ello, el triunfo de los candidatos nacionalistas, 
al estimar que las irregularidades se habían practicado en su perjuicio, 
no en su beneficio26.

El dictamen se apartaba demasiado de la literalidad de la ley electo-
ral de 1890 y suscitó la oposición frontal de los vocales de las oposicio-
nes:  los tres de la Unión Conservadora, el «gamacista» –del grupo de Ger-

25 La Época, 24-VI-1901. Que la postura del Gobierno era universalmente conocida 
puede comprobarse en las entradas de fines de junio de Fernando Soldevilla, El Año 
Político… op. cit.

26 DSC, 4-VII-1901, Ap. 31º al nº 20. 
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mán Gamazo– y el «romerista» –del de Romero Robledo–. No entendían 
sobre qué base se consideraban falsas las actas con las que la Secretaría 
del Congreso de los Diputados había hecho el nuevo recuento que, con 
resultados mucho más completos, otorgaban el triunfo a los candidatos 
monárquicos. Resaltaron la pérdida de 112 actas de escrutinio y los gra-
ves defectos de forma de otra elevada porción de las demás, pues en su 
mayoría no se acreditaba el número de votantes «ni se guardan ninguna 
de las formalidades que la ley establece para garantizar la emisión del 
sufragio y la verdad del resultado de la votación», ni eran válidas las cer-
tificaciones que las suplían. Por ello, aconsejaban declarar la nulidad de 
las elecciones y que se votara de nuevo27. 

El debate de las actas explicitó que la decisión de los liberales de 
validar las irregularidades sólo se justificaba en un propósito político. El 
diputado José Joaquín Herrero, «canalejista», subrayó que la declaración 
de la gravedad de las elecciones de Barcelona era un acto de «verdadera 
trascendencia política», cuya oportunidad era irremediable que se discu-
tiera por todos, y recordó que en las anteriores elecciones de 1899, con 
parecidas omisiones, los conservadores habían validado los resultados 
de Barcelona por «un gran sentido de conveniencia nacional». Herrero 
reconocía las «inmensas faltas» de esas elecciones y hasta la admisión 
nada ortodoxa de las certificaciones de interventores para el escrutinio, 
pero indicó que este había tenido lugar sin protestas y que su resultado 
permitía que, por fin, llegara a la Cámara «la expresión de las aspiracio-
nes de la región catalana» con objeto de reconvertir las «reconvenciones 
del odio» surgidas de numerosos actos públicos y protestas, en «acentos 
de amor» y en aspiraciones no tan «exageradas» como las de La Veu de 
Catalunya, el periódico nacionalista28. Era una manera elegante, y algo 
cursi, de explicar que el Gobierno estaba preocupado por el hecho de que 
el catalanismo, como movimiento de protesta, había llegado al paroxismo 
y que era mejor diluirlo en un debate en las Cortes, donde pudieran fijar-
se con claridad las posiciones de todos y evaluar si era posible encauzar 
las demandas de sus representantes dentro de la legalidad.

27 En una elección con 21.057 votantes, aparecían triunfantes los candidatos 
monárquicos Pedro Gerardo Maristany (Liberal), 11.535 votos; Fernando Fabra 
(Liberal), 11.058; José Balcells (Liberal), 11.043; Juan Puig y Saladrigas (Conservador), 
10.680; y Juan Cornet (Conservador) con 10.475, acompañándoles por las minorías los 
regionalistas Bartolomé Robert con 7.070 votos y Alberto Rusiñol con 5.546. Aparecían 
derrotados sus compañeros: Luis Domenech y Montaner, con 5.488 votos; Sebastián 
Torres con 5.163 y Romualdo Quintana, con 859. A ellos les seguían los candidatos 
republicanos Francisco Pi y Margall con 5.004 votos; Alejandro Lerroux, con 4.956; 
Tiberio Ávila, con 4.526; José María Vallés, con 4.032; y Nicolás Salmerón, con 3.932. 
Como republicano independiente Sol y Ortega obtuvo 3.566 votos; el candidato de Unión 
Nacional, Román Regordosa, consiguió 2.096, y el «romerista» Enrique Vilalta, 548. Vid. 
DSC, 5-VII-1901, Ap. 5º al nº 31.

28 DSC, 6 y 9-VII-1901, pp. 393-394 y 448-449.



1901: SAGASTA Y LA CONTROVERSIA CATALANISTA EN EL CONGRESO...

335

La impugnación del dictamen, a cargo del conservador Antonio Gar-
cía Alix, no entró a valorar las motivaciones políticas y se centró en sub-
rayar la ilegalidad de validar las elecciones. Lo que no podía hacer la ma-
yoría, oponía Alix, era proclamar a diputados que no aparecían elegidos 
por el cuerpo electoral, y menos bajo coacción. Reveló que, tras conocerse 
que el escrutinio del Congreso daba de nuevo por vencedores a los candi-
datos monárquicos, se había producido la siguiente secuencia de hechos: 
«un movimiento de opinión más o menos real… interviene el Gobierno; 
interviene el gobernador civil de la provincia; anuncian los periódicos de 
Barcelona sucesos extraordinarios que habrían de producir sorpresa…», 
y como resultado de todo ello, los vocales liberales de la Comisión, que 
habían declarado graves esas actas, modifican su postura y validan la 
proclamación. A esa misma coacción había estado sujeta la Junta de 
escrutinio de la ciudad condal al no computar las actas con datos que 
favorecían a los monárquicos, algo que hizo por indicación gubernativa y 
con objeto de no «crear un conflicto», lo que implicaba dar «la investidura 
de Real orden a los Diputados de Barcelona»29. 

Los «romeristas», por boca de José Lombardero y en solidaridad con 
el discurso de su jefe –del que ya se adelantaron en las páginas inicia-
les los fragmentos más encendidos–, incluso se plantearon obstruir la 
aprobación de esas elecciones porque el dictamen suponía «encubrir un 
delito». Echaron en cara a los republicanos su defensa de esas actas, y 
subrayaron la presencia en el Congreso del ministro de la Gobernación, 
Moret, para vigilar que la mayoría liberal votara el dictamen30. 

Fue el proemio de la intervención personal de Romero Robledo en el 
debate. Reveló que Sagasta le había llamado a su despacho para pedirle 
que facilitara la aprobación de las actas de Barcelona. A eso el exministro 
conservador no estaba dispuesto: no aceptaba otra solución de compro-
miso que la de celebrar elecciones en aquellas secciones donde no había 
actas y en ellas podría el Gobierno, si lo estimaba oportuno, apoyar a los 
catalanistas. Resaltó que otras opciones políticas, como el tradicionalis-
mo integrista de Cándido Nocedal o el socialismo de Pablo Iglesias, no 
habían disfrutado de idénticos miramientos y se habían quedado fuera 
del Congreso. Con objeto de ganar el apoyo de los republicanos, Romero 
indicó que, de haberse completado las elecciones, creía que habrían sido 
ellos los vencedores. De hecho, uno de sus candidatos, Tiberio Ávila, le 
había telegrafiado felicitándole por su «digna actitud» en la discusión de 
las actas y describiéndose como «víctima del miedo y del chanchullo». 
Otros candidatos vencidos le expusieron que, el día antes del recuento, 
se hicieron circular órdenes para que se escrutaran los documentos que 
llevaran las oposiciones «y que nadie creara dificultades». El Gobierno 

29 DSC, 9-VII-1901, p. 449-450 y 452.
30 DSC, 12-VII-1901, p. 545.
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había sacrificado, así, a sus candidatos, que merecían ser desairados por 
no protestar y guardar silencio31. 

Romero se preguntó por qué, si el Ejecutivo entendía que los monár-
quicos habían falseado los resultados electorales, no los perseguía y no 
destituía al gobernador de Barcelona y a su alcalde por haberlo permi-
tido. Si no lo hacía era, sencillamente, porque no lo pensaba y, por eso, 
no entendía por qué sacrificaba a sus organizaciones para fomentar el 
catalanismo, un «carlismo vergonzante» que no conseguía arraigar más 
allá de la ciudad de Barcelona. Un movimiento que ni siquiera era conse-
cuente con sus acuerdos internos, que les vedaban aceptar los escaños 
en las Cortes si había falseamientos32.

El intencionado discurso caló en los diputados de diferentes mi-
norías, y Canalejas se vio obligado a acudir a uno de los recursos que 
más se utilizarían en aquella primera controversia con el catalanismo: el 
de recordar la separación de Cuba. «Tengo… esta tarde mucho miedo», 
objetaba Canalejas a Romero: «miedo a que S. S., mal profeta, en las 
exaltaciones de su patriotismo, nos lleve a todos con sus vehemencias a 
algún conflicto; miedo a que sus palabras elocuentes envenenen un gran 
problema nacional; miedo a que las intransigencias de allí y las intransi-
gencias de acá choquen, y sea doloroso el resultado de ese choque para 
el bien de la Patria»33. Recurso eficaz, pues Francisco Silvela intervino 
para aclarar que, si bien sus diputados votarían contra el dictamen, no 
extremarían su postura hasta el punto de obstruir la validación de las 
elecciones. Silvela subrayó que, en el aspecto puramente electoral, la 
razón asistía a Romero, y le explicó que la ausencia de los candidatos 
conservadores de Barcelona en el debate de sus actas se había debido 
a que su formación política dejó «la dirección de [aquel]las elecciones al 
Partido Liberal». Le quitó la razón a Romero, sin embargo, cuando equi-
paró regionalismo a separatismo, y le reprochó su tendencia contraria a 
resolver los problemas «tan graves y tan importantes para todos», pues 
cada vez que los toca directa o indirectamente parece que se complace… 
en dificultarlos»34.

Puesto el dictamen a votación, la mayoría liberal lo sacó adelante. 
Los catalanistas entraban, así, por vez primera en el Congreso, mientras 
que los monárquicos perdían Barcelona para siempre y los republica-
nos –renovados por Lerroux– recuperaban el terreno perdido, empujados 
ahora por un electorado obrero que se incorporaba a la vida política de la 
Restauración y que sólo unos meses después convertiría al «lerrouxismo» 
en la fuerza más pujante de la segunda ciudad de España. 

31 DSC, 13-VII-1901, p. 580-581.
32 DSC, 13-VII-1901, p. 582-583.
33 DSC, 13-VII-1901, p. 584.
34 DSC, 13-VII-1901, p. 587.



1901: SAGASTA Y LA CONTROVERSIA CATALANISTA EN EL CONGRESO...

337

IV. LOS NACIONALISTAS PLANTEAN EL «PROBLEMA CATALÁN»
El debate de las actas fue el prolegómeno de una controversia de 

mayor fuste. Se inauguró apenas una semana después, el 19 de julio de 
1901, cuando, en su respuesta al mensaje de la Corona, el portavoz más 
caracterizado del catalanismo, Bartolomé Robert, propuso una interpela-
ción sobre el «problema catalán». Esa intervención había sido precedida, 
el día anterior, por una enmienda al mensaje del marqués de Camps, un 
regionalista que militaba en la Unión Conservadora, en la que solicitaba 
la descentralización administrativa para una España dividida en «gran-
des regiones de delimitación natural por su raza, idioma e historia». A 
esas regiones se les debía conceder la facultad de establecer conciertos 
económicos, fundar enseñanzas técnicas, conservar y reformar su dere-
cho propio, y emprender obras públicas. Su enmienda representó el can-
to de cisne del regionalismo neoforalista, que solía combinar argumentos 
historicistas con otros funcionalistas, en especial el de la agilización de 
los procedimientos administrativos con objeto de terminar con los obs-
táculos que el «expedienteo absurdo» imponía a las iniciativas locales. A 
partir de entonces, ese regionalismo iba a quedar desplazado por el na-
cionalismo lligaire35.

En realidad, la cuestión nacionalista se discutiría en dos tandas, una 
a partir de ese 19 de julio –pronto cancelada por el interés el Gobierno de 
acabar con ese debate– y otra a partir del 18 de noviembre de ese mismo 
año, a instancias de Silvela y tras una nueva interpelación catalanista 
sobre la conducta del Ejecutivo en las últimas elecciones municipales de 
Barcelona, en la que se denunciaba la intervención del gobernador civil a 
favor de los republicanos. La extensión de ambos debates, especialmente 
del segundo, y el número de participantes, algunos de los cuales intervi-
nieron varias veces, obliga a compendiar sus argumentos en aras de la 
brevedad y, sobre todo, para evitar reiteraciones y solapamientos. 

Muy consciente de que era un recurso eficaz para flexibilizar la vo-
luntad de su auditorio, Bartolomé Robert comenzó su interpelación ape-
lando a lo sucedido en Cuba como recordatorio lo que podría suceder 
si sus demandas suscitaran una cerrada oposición del Congreso. Los 
diputados debían ceder si «hemos de impedir el desarrollo de sucesos la-
mentables que sin duda vendrán a desarrollarse en nuestra desgraciada 
Patria». El doctor, reputado patólogo, se dispuso a diagnosticar lo que 
sucedía en su tierra. Había dos «problemas», uno «regionalista» y otro «ca-
talanista». El primero era estructural, pues se basaba en las diferencias 
de carácter geográfico, étnico, idiomático y de costumbres que existían en 
España, pero también «en el orden de las aficiones mayores o menores al 
trabajo», en la cultura, en el arte y en la ciencia, cualidades que Robert 
atribuía a sujetos colectivos regionales internamente homogéneos y de 

35 DSC, 9-VII-1901, pp. 436 y ss.
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los que hacía derivar la necesidad de un reconocimiento político en forma 
de autogobierno. Si en España había «razas» diferentes, un concepto que 
entonces se empleaba para llamar a lo que hoy se denomina «cultura» –en 
términos nacionalistas–, no podía postularse «un Gobierno semejante a 
todas»36. 

De eso no tenía por qué derivarse peligro alguno para «la unidad del 
Estado español». Para Robert, «España» no era un hecho consagrado por 
la naturaleza o por la Historia, como Cataluña, sino «una institución po-
lítica… un organismo artificial, hecho por los hombres con un propósito 
determinado» y cuya «organización… queda sujeta a la crítica» y podía ser 
modificada por «un acto constituyente». De hecho, es lo que demostraba 
la previa existencia de una «confederación catalana-aragonesa» separada 
de Castilla, y luego de una Cataluña con autonomía política y adminis-
trativa durante la casa de Austria. Los catalanistas ya no pedían, en los 
albores del siglo XX, ser una «nación» como en los tiempos de los condes 
de Barcelona y la Corona de Aragón, pero sí «una autonomía completa». 
Los diputados pronto pudieron observar que Robert calificaba este pro-
blema de «regionalista» sólo porque no quería llamarle «nacionalista», a 
fin de que ese «reconocimiento nacional» de Cataluña no suscitara una 
mayor hostilidad. Pero el doctor sí se cuidó de afirmar que, si su reivin-
dicación se consideraba nacionalista, entonces los catalanistas lo eran37.

En todo caso, el portavoz lligaire pedía asumir que la demanda re-
gionalista implicaría desposeer de una parte de su soberanía al «Estado 
central o unitario». Sólo que, con ello, la unidad de ese Estado español 
quedaría mejor trabada con el «vigor» y la «energía que podéis conceder a 
todas las regiones». La libertad regional corregiría un «centralismo de ín-
dole absolutista» al que Robert atribuía la decadencia de naciones como 
Francia y, por imitación, de España, que contrastaba con la modernidad 
y la prosperidad de las naciones descentralizadas o federales, como Ale-
mania. Ese era su proyecto: vivificar a «la moribunda España» y, para 
hacerlo, esos elementos de vida «no los busquéis aquí en el centro», sino 
en las regiones como Cataluña, una «región potente» e industrializada 
por «la vitalidad intrínseca del carácter catalán», cuyo dinamismo se veía 
ahogado por la inmoralidad administrativa, del mismo modo que las An-
tillas se perdieron por «los desaciertos y vejámenes de nuestra adminis-
tración colonial»38. 

Con una plena autonomía, sentenciaba Robert, «la riqueza y el es-
plendor de Cataluña… se centuplicaría», y también sería posible poten-
ciar y difundir la cultura catalana, pues dentro del actual régimen y «con 
la miseria de su Tesoro» ambas cosas eran imposibles. Justo ahí se in-

36 DSC, 19-VII-1901, p. 753; y 25-XI-1901, pp. 1825-1829.
37 DSC, 26-XI-1901, pp. 1861-1862.
38 DSC, 19-VII-1901, p. 753; y 26-XI-1901, p. 1868.
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sertaba la «cuestión catalanista», es decir, la existencia de un movimiento 
reivindicativo que debía impulsar esa completa remodelación de Espa-
ña. El catalanismo era necesario porque, pese a haber una coincidencia 
general en la necesidad de paliar la exagerada centralización del Esta-
do español, los «políticos españoles» no serían capaces, motu proprio, de 
iniciar siquiera una tímida descentralización: «¿qué sería de vosotros? 
Perderíais elementos y energías, porque es natural que cuanta más des-
centralización haya, menos fuerza tendrá el centro», ya que cualquier 
descentralización que aumentara la libertad de individuos, municipios 
y provincias «se hace con merma de la soberanía central». Por tanto, no 
creía «en vuestros ofrecimientos» aunque fuesen «nobles y sinceros», por-
que el mal venía «del régimen» y del agotamiento de los partidos del turno 
tras gobernar un cuarto de siglo39.

El portavoz catalanista se cuidó de aclarar que su partido no era 
separatista como tampoco era, «mil veces peor», «anexionista», es decir, 
partidario de asimilarse al resto de España, puesto que la asimilación 
era «la pérdida de la nacionalidad». Ese velado reconocimiento de Cata-
luña como una nación diferente se completaba con ese distingo de que 
su movimiento preferiría la separación antes que la equiparación a las 
demás regiones españolas. Los consideraba, en todo caso, dos extremos 
no deseables, pues lo que Robert demandaba para sortear toda tentación 
asimilista era la libertad regional para todos los pueblos de España, con 
objeto de que cada uno pudieran cultivar su propia peculiaridad. Insistía 
en que su modelo era exportable a otras regiones40, aunque con el distingo 
de que «dentro de los intereses nacionales», la misión de los catalanistas 
en el Congreso era «cuidar preferentemente» de los intereses «del distrito 
o de la región» que les había elegido diputados41. Como este era uno de 
los puntos que más escepticismo suscitaba en su auditorio, que conocía 
que en ese movimiento predominaban las demandas exclusivistas, Alber-
to Rusiñol, otro de los diputados lligaires y de matiz más moderado que 
Robert, se sintió obligado a matizar que a quien se pretendía salvar del 
«derrumbamiento general que nos amenaza» no era sólo a Cataluña sino 
a «todas las regiones españolas hermanas». Por eso, en sus actos nunca 
se daban mueras a España, aunque pudieran escucharse a veces vivas 
a Cataluña libre. Parecía no entender que ese grito también causaba 
notoria desazón entre los adversarios al nacionalismo, pues recordaba 
demasiado al ¡Viva Cuba Libre! de los separatistas antillanos42.

En todo caso, Robert aclaró que esa libertad regional que deman-
daban en ningún caso podría vehicularse por medio del «artificio» de las 

39 DSC, 29-XI-1901, p. 1978.
40 DSC, 26-XI-1901, p. 1866.
41 DSC, 19-VII-1901, p. 755.
42 DSC, 19-VII-1901, p. 752.
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provincias, creadas para servir los intereses del «Poder central». Debía 
tomar forma de una autonomía administrativa para su región como un 
todo, que llevara, evolutivamente, a la autonomía política, es decir, al 
autogobierno en todos los asuntos que concerniesen a Cataluña. Se cui-
dó de explicar que sólo se trataba de administrar «la vida interna de las 
regiones», no «la vida del conjunto» que era propia del «Poder central que 
representa la unidad», al que pertenecían asuntos como las relaciones 
internacionales, la defensa o la política arancelaria43. De forma significa-
tiva y pese a sus concomitancias con esa «autonomía política», Robert no 
reivindicó de primeras las bases de Manresa y sólo más tarde, a pregun-
tas de Romero Robledo, afirmó que no las estimaba «erróneas» y que las 
asumía «en su esencia, en su espíritu», puesto que eran el programa fun-
damental del catalanismo. Sin embargo, también dijo que no compartía 
todos los detalles, pues no eran intangibles y que no haría «cuestión de 
gabinete la letra de cada una de las bases»44, pues el paso del tiempo po-
día aconsejar su modificación. Un matiz que explicitaba la persistencia, 
dentro del catalanismo, de diferencias entre el nacionalismo doctrinario 
de Prat de la Riba y el gradualista de quienes, como Robert, procedían del 
«polaviejismo» y controlaban el grupo parlamentario. 

La táctica más evolutiva de los segundos también se evidenció en 
estos debates. Robert anunció que ese proceso primario hacia la autono-
mía administrativa se haría siempre dentro de los cauces legales, y debía 
comenzar con el reconocimiento del catalán como lengua de la vida oficial 
y de los tribunales. Los nacionalistas pedirían también que la región se 
ocupara de proteger el derecho civil catalán, para evitar que se «bastar-
deara» con la influencia del derecho común. Por último, solicitarían un 
concierto económico, con objeto de implantar un nuevo sistema fiscal 
que descubriera y gravara la riqueza mejor de lo que lo hacía el vigente. 
Robert prometía a su auditorio que la satisfacción de esas demandas 
convertiría al catalanismo en una fuerza aprovechable para coadyuvar a 
la política nacional. Máxime cuando encarnaba un movimiento coherente 
con la modernidad, ya que la política europea tendía a la regionalización. 
En Reino Unido se legislaba contando con las peculiaridades de las «na-
ciones» que la componían, y se otorgaba una gran autonomía a los muni-
cipios, a los condados, a las universidades y a los Dominios del Imperio. 
Este era también el caso de Alemania, Austria-Hungría y Suiza, y hasta 
la unitaria Bélgica comenzaba a reconocer sus diferentes idiomas. Aquí 
se hacía aún más perentorio cambiar el sistema de gobierno: «Todos han 
dicho que la situación de España es lamentable: lo hemos perdido todo. 
¿Qué se quiere más? ¿Es que hace eso el elogio de un sistema?»45. 

43 DSC, 19-VII-1901, p. 753.
44 DSC, 19-VII-1901, p. 755; y 29-XI-1901, 1978.
45 DSC, 26-XI-1901, p. 1869.
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La exitosa aparición de su partido era, para Robert, la señal de que 
el problema ya no era sólo «regionalista», sino «catalanista», y así plan-
teado podría profundizar en el divorcio entre la opinión pública catalana 
y las autoridades del «Poder central»46. Rusiñol concretó más al advertir 
de las dramáticas consecuencias que supondrían para todos el hecho 
de que el planteamiento del «problema catalán» suscitara en Madrid las 
mismas reacciones de incomprensión que las demandas autonómicas 
cubanas en 1893. Aclaró que los catalanistas no cejarían en su empeño 
de obtener «por evolución lenta y pacífica» la autonomía administrativa y 
la autonomía política, y si el Gobierno les bloqueaba el camino y los ais-
laba del resto de España, el movimiento se aliaría con los republicanos 
federales y con los carlistas «con perjuicio de la Monarquía»47. No era su 
deseo, sino que no se les cerrasen «las puertas de la legalidad», pues que-
rían usar los medios que las leyes les daban para favorecer la expansión 
de sus ideas. «Cuando haya nuevas elecciones», sentenció Robert: «en vez 
de cuatro Diputados vendrán diez, doce otro día, veinte, hasta llegar al 
cupo de los Diputados catalanes» y «puede que entonces tengamos más 
predominio sobre vuestra inteligencia y sentimientos». Y más aún cuando 
el regionalismo se extendiera sobre otras partes de España, que eso es a 
lo que aspiraban, pues «dentro de nuestras ideas… somos tan españoles 
como vosotros; no lo dudéis: si viniera una desgracia pública, Cataluña 
responderá como siempre» y «ya no es de caballeros que a cada instante 
se venga a hablar de lo mismo», de que eran separatistas, pues «trabaja-
mos para que España sea fuerte y viva»48.

V. UNITARIOS FRENTE A REGIONALISTAS
Frente a los planteamientos del catalanismo, los diagnósticos de los 

políticos constitucionales se diferenciaron entre uno más conciliador o de 
contemporización, que aceptaba parte de las tesis catalanistas y buscaba 
encauzarlas a través de soluciones descentralizadoras, y otro de oposi-
ción o rechazo frontales, que tendió a refutar sus fundamentos doctrina-
les y a marcar distancias con sus demandas. 

El presidente del Consejo, Sagasta, encarnó con Romero Robledo el 
segundo de los planteamientos. Aunque había buscado eludir el debate, 
con objeto de no ahondar en el abismo doctrinal que le separaba de los 
nacionalistas, hubo de intervenir en tres ocasiones, con discursos breves 
pero sustanciosos: uno para contestar a Camps y dos a Robert. No ocultó 
su disgusto con un debate en el que se discurría sobre «si hay muchos o 
pocos o algunos catalanes que quieren mermar la soberanía de la Nación, 

46 DSC, 19-VII-1901, p. 746-749.
47 DSC, 19-VII-1901, p. 752.
48 DSC, 29-XI-1901, p. 1979.
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ya que no desprenderse por completo de ella» y más «ahora que la Patria 
está en desgracia y convaleciente todavía de las heridas sufridas por los 
últimos desastres». 

El presidente pidió no vincular en forma alguna la cuestión de Cuba 
a la de Cataluña. La pérdida de las provincias ultramarinas no había 
coadyuvado al crecimiento del catalanismo pues, observaba, sólo en la 
ciudad de Barcelona el descontento con el Poder público se había expresado 
en forma de regionalismo. Geográficamente la Gran Antilla estaba a miles 
de kilómetros de la Península, mientras Cataluña formaba parte de ella. 
No había que olvidar que la pérdida de la primera se había producido por 
la decisiva intervención de una potencia extranjera. El caso cubano, en 
todo caso, tenía mucho más que ver con los procesos de «emancipación» 
de las repúblicas hispanoamericanas y, en respuesta a una interrupción 
de Pi y Margall, Sagasta dijo más y defendió, rectificando sus posiciones 
autonomistas de 1897-1898, que Cuba se había perdido porque «tenía 
una vida parecida a las federaciones que S. S. defiende, porque si hubiera 
estado más unida a la Patria no se hubiera perdido». Por todo ello, ya que 
«existe este mal» del catalanismo, pedía «no darle mayores proporciones» 
y más cuando, en sus tendencias separatista o anexionista, no cabía más 
solución que «ahogar[lo] en su origen» con objeto de asegurar la libertad 
y la independencia de España49. 

Sagasta refutó que el «vigor» económico de Barcelona pudiera ex-
plicarse por un «volksgeist» distintivo, por un peculiar modo de ser. Era 
fruto del amparo, el favor y la protección que había recibido de todos 
los Gobiernos constitucionales, y de «ciertos privilegios» sobre las demás 
provincias que, además, habían suscitado «el malestar de nuestras perdi-
das Antillas». No entendía la impugnación de un sistema de gobierno que 
había convertido a Barcelona en uno de los puertos más importantes del 
Mediterráneo, y a Cataluña en «próspera y feliz como no lo ha sido jamás». 
Ante aquel hecho tangible, veía dudoso que a la región le conviniera cam-
biar el sistema «que el Sr. Robert llama centralista» por otro regionalista 
al que, además, las otras provincias de Cataluña no habían asentido a 
sumarse, puesto que no habían proclamado diputados catalanistas. 

El presidente tampoco veía muy dispuestas a las demás provincias de 
España a «deshacer la obra que viene desde hace tanto tiempo elaborándo-
se, y que al fin cristalizó», una obra «a la que aspiran todos los pueblos que 
todavía tienen regiones» y en la que participaban activamente hasta las na-
ciones federales, que se fortificaban uniendo «los pedazos para constituir la 
unidad total de la Nación». Sagasta observaba que las demandas de Robert 
iban en sentido contrario, a «despedazar a España, aniquilarla, debilitarla, 
como tiene que debilitarse una Nación que, después de haber vivido con 
la unidad, se deshace en pedazos». Por eso, aunque reconocía que Robert 

49 DSC, 18-VII-1901, p. 729; y 29-XI-1901, p. 1973.
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se había expresado con sensatez y se había separado de las propagandas 
secesionistas de parte de su movimiento, su programa evolutivo acarrearía 
igualmente eso que trataba de evitar. Es decir, el regionalismo llevaría a la 
autonomía y, una vez conseguida ésta, el objetivo sería la soberanía y, con 
ella, «la aspiración loca del separatismo»50.

De modo que el catalanismo significaba autonomía completa «bajo 
una soberanía irrisoria del Estado español, desconsiderado y empeque-
ñecido». No había Gobierno que pudiera transigir con este movimiento 
mientras no limitara sus pretensiones «a lo justo, a lo útil, a lo razonable, 
a lo conveniente para España, o sea para Cataluña y para las demás pro-
vincias». Sagasta demostró conocer bien la fuente de inspiración de los 
nacionalistas y de la teoría «pratiana» del «Imperio ibérico», remedo del 
germanismo prusiano:

«Sí he de llamar la atención de los catalanistas sobre el error en que están 

de suponer que ellos aspiran a constituir una nacionalidad como la alema-

na… [pues] van por un camino opuesto al que ha seguido Alemania. ¿Qué 

tiene que ver la confederación alemana con lo que pretenden los catalanis-

tas? Alemania es fuerte, es poderosa, pero es fuerte y es poderosa porque 

varios Estados antiguos, ya constituidos, organizados, soberanos, se han 

unido para constituir una Patria común, grande, respetable, que al igual 

cobije a todos y a todos defienda, o sea la Patria alemana. Y vosotros que-

réis fabricar artificialmente la Patria catalana en el Estado español a costa 

de la gran Patria española. ¿Qué tiene que ver, repito, la confederación de 

Estados soberanos con la confederación artificial, y contra naturaleza, de 

pedazos de un territorio de la misma Nación?...»51.

Por eso, Sagasta pedía atenerse al marco constitucional. En España 
no había regiones, sino provincias «que pueden obtener toda la descen-
tralización, toda la libertad necesaria para resolver los asuntos y para ad-
ministrar los intereses que les sean peculiares», mientras se conservaran 
las facultades que permitían al Estado garantizar el cumplimiento de las 
leyes, y no se menoscabaran sus prerrogativas irrenunciables como «la 
justicia, la diplomacia, las fuerzas públicas de mar y tierra, la instruc-
ción pública, las obras de carácter general, la estadística, la sanidad, los 
correos y telégrafos [o] el orden público». Todo lo demás podían hacerlo 
las diputaciones y los ayuntamientos, y eso era la verdadera descentrali-
zación, que no tenía nada que ver con el regionalismo. Éste implicaba, en 
realidad, «la absorción de la vida de varias provincias por una sola más 
privilegiada… es aflojar los lazos que a las provincias españolas unen con 
el Poder central, fomentando de esta manera la independencia, para des-

50 DSC, 19-VII-1901, p. 751.
51 DSC, 29-XI-1901, p. 1974.



Roberto Villa García

344

pués fomentar el separatismo; es, en una palabra, perturbar en absoluto 
todas las provincias y todos los pueblos de España»52. 

El presidente pedía a los catalanistas «unión y concordia», pues no 
se conseguía el amor de las restantes provincias a Barcelona «pidiendo 
privilegios y ventajas que no pueden tener y de que no disfrutan las de-
más provincias». Les anunció que, si bien no se cerraba a satisfacer las 
demandas que fueran compatibles con los intereses de toda España, no 
transigiría con el programa catalanista, ni con que se usaran las refor-
mas descentralizadoras para atentar «contra la integridad de la Patria». 
No se negaría a discutir sobre la regionalización, pero le anticipó a Robert 
que los liberales votarían en contra, pues «me parece un mal camino, que 
debilitaría las fuerzas de la Patria». Su petición de «la autonomía adminis-
trativa, la autonomía política, la autonomía económica», no era otra cosa 
que confesar «que lo quieren todo», esto es, constituir un Estado dentro 
del Estado, y eso «sería en daño de la Nación». La «inmensa mayoría de 
los catalanes» no apoyaba el catalanismo, sino «una Administración hon-
rada» y una descentralización para los municipios y las provincias, que 
no tendría otro límite que «el de conservar intacta y afirmar, a ser posi-
ble, cada día más, la integridad de la Nación». Al respecto, anunció que 
ya había presentado una reforma de la ley municipal que comenzaría a 
discutirse en el Senado53. 

Pese a que en esas Cortes lideraban fracciones opuestas, Romero 
Robledo se alineó en esta cuestión con Sagasta en una serie de intere-
santes discursos –los que más extensamente trataron de la cuestión– en 
los que emergió como el adversario más caracterizado a toda cesión al 
catalanismo, inclusive cualquier descentralización que detuviera el pro-
ceso hacia la unidad legal y jurisdiccional que España había iniciado con 
la Monarquía y acelerado desde las Cortes de Cádiz. Romero se declaró 
consecuente «enemigo» del principio autonómico, pues ese sistema de 
concesiones «llevaba fatal y necesariamente a la ruina y a la muerte» de 
España. A esa «política de contemporizaciones… que yo califico sin va-
cilar de política del miedo… debemos la pérdida de América y Filipinas» 
y «el desprestigio en que está el Poder público» que era lo que había en-
gendrado el problema catalanista, insignificante hoy pero que, de no ata-
jarse, provocaría un «pavoroso conflicto». Para calmar a los «temerosos», 
Romero afirmó que el partido catalanista era pequeño y estaba dividido 
entre los puritanos y los evolucionistas, representados éstos por los di-
putados del Congreso. Todavía había otra fracción, la de los anexionistas, 
que habían constituido comités en París y Perpiñán54.

52 DSC, 18-VII-1901, pp. 728-729.
53 DSC, 18-VII-1901, p. 729; DSC, 19-VII-1901, pp. 751-754; y 29-XI-1901, pp. 1974-

1975.
54 DSC, 27 y 28-XI-1901, pp. 1904 y 1927-1928.
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Romero se centró en desenmascarar el programa de máximos de 
la Lliga. Condenó que los catalanistas plantearan sus demandas como 
una suerte de ultimátum, subordinando a ellas su lealtad para con el 
sistema constitucional. De modo que no venían dispuestos «a someter-
se al patriotismo, al desinterés y a la autoridad de nuestros acuerdos», 
sino que estaban «resueltos a no obedecer[los] y a levantarse por todos 
los medios que estén en sus manos contra las deliberaciones de esta 
Cámara soberana». Protestó, además, de que con sólo cuatro diputados 
por Barcelona y uno más por Manresa55, los catalanistas se atribuyeran 
la representación de toda Cataluña, que en realidad estaba distribui-
da en todos los partidos del Congreso. Era más. Con un razonamiento 
de resonancias «burkeanas», Romero observó que, en sus casi cuarenta 
años de diputado, «jamás nos hemos distinguido por catalanes, anda-
luces o castellanos; aquí siempre nos reunimos Diputados de la Nación 
española». Sin embargo, ahora «estos señores vienen aquí como emba-
jadores de un territorio determinado, no a discutir en nombre de los 
intereses generales, sino en favor de intereses particulares»56. Denunció 
además que Robert falseaba la Historia para legitimar sus demandas, 
«recogiendo de ella un período breve, pasajero» del pasado de Cataluña, 
y «cerrando la vista ante la marcha de los siglos y ante la aglomeración 
de los hechos que han venido a establecer la manifestación, la consoli-
dación y la formación de la unidad española»57.

Con objeto de validar o no la tesis «sagastina» sobre las contraindica-
ciones del programa catalanista, Romero deseaba conocer de Robert si la 
autonomía que proponía era la de las Bases de Manresa de 1892. Como 
la respuesta de éste se limitó a una afirmación ambivalente, que deno-
taba cierta incomodidad explicitada en el matiz de que podría no estar 
de acuerdo con una parte de esas bases58, Romero le pidió que aclarara 
si la autonomía que pedía contemplaba la oficialidad del catalán en las 
relaciones con las otras regiones, la acuñación de moneda, la enseñanza 
y la plenitud del poder legislativo y ejecutivo dentro de Cataluña, a lo que 
Robert asintió. Acto seguido, Romero sondeó su lealtad institucional pre-
guntando a los diputados catalanistas si eran monárquicos o republica-
nos, a lo que Robert contestó que la forma de gobierno no era «sustancial 
para nosotros»; en otras palabras, que no ligaba la consecución de sus 
objetivos a la preservación del sistema constitucional vigente. En una 
réplica posterior, el portavoz de la Lliga sólo admitió que se plantearían 

55 Isidre Molas –Lliga catalana… op. cit., p. 49– incluye al marqués de Camps, cuando 
éste había sido elegido como conservador. Fueron, por tanto, cinco y no seis los diputados 
de la Lliga en las Cortes de 1901.

56 DSC, 19-VII-1901, p. 754.
57 DSC, 28-XI-1901, p. 1928.
58 DSC, 19-VII-1901, p. 755.
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el problema de la forma de gobierno cuando tuvieran una «organización 
interna» catalana59.

Con eso Romero ya tuvo bastante. Para él, quedaba demostrado 
que nada esencial separaba a los nacionalistas «puros» de los «evolu-
cionistas», y que los segundos aceptaban lo fundamental del programa 
de Manresa. Éste instituía un sistema «peor que cualquier federación», 
pues generaba una España «que no tiene tierra que pisar, ni súbditos a 
quienes gobernar», con un «Poder central de teatro» que sólo englobaba 
una asamblea de quince miembros, un tribunal encargado de dirimir las 
cuestiones que se suscitaran entre las regiones o entre éstas y el «Poder 
central», y un gobierno de cinco ministros, uno de ellos «del Interior» 
sin función alguna. Este raquítico «Poder central» se encargaría de las 
relaciones internacionales, la defensa, los aranceles y las obras públi-
cas de interés suprarregional, y se financiaría con la renta de aduanas 
y, si no era suficiente, con una cuota que satisfarían las regiones. No 
obstante, ni siquiera podría ejercer esas pocas facultades con libertad 
pues, sin la intervención de las regiones, no podría declarar la guerra o 
firmar la paz, o establecer ningún servicio de armas, pues pertenecía a 
las regiones la facultad de «mandar soldados o dinero, a elección» y, en 
caso de mandar soldados, «todavía le pone la cortapisa de que los ha de 
reexpedir a Barcelona, para que allí sean los defensores de la región»60. 
Por otra parte, España debía negociar un acuerdo con la Santa Sede 
para que todos los eclesiásticos de Cataluña fueran catalanes; y tam-
poco podría formar sus propios presupuestos, pues serían las regiones 
las que votaran el cupo, midieran el ingreso y establecieran el procedi-
miento recaudatorio61. 

Por contraste, Cataluña tendría su policía, su ejército, sus tribu-
nales de justicia, su moneda, cobraría y administraría sus impuestos, 
dictaría sus leyes orgánicas, cuidaría de la legislación civil, mercantil, 
administrativa, penal y procesal, «en fin, se reservan todos, absolutamen-
te todos, los derechos y atributos de la soberanía», sentenciaba Romero. 
Eso no era óbice para imponer que la moneda catalana pudiera emplear-
se en toda España, y que la región tuviera parte en los asuntos econó-
micos generales. Con ironía, Romero preguntó dónde se iba a colocar al 
«Poder central»: «Yo supongo que será en un edificio establecido en paraje 
ameno, porque allí cabrá todo, Asamblea, Tribunal y el Rey, y para lo que 
tienen que hacer van a estar todo el tiempo entregados a las expansiones 
del espíritu, en busca de distracciones que les hagan pasar entretenidos 
sus forzados ocios». No cabía tomárselo en serio, pues con ese boceto de 
Estado, lo único que pretendían los catalanistas, «considerándonos, sin 

59 DSC, 19-VII-1901, p. 755.
60 DSC, 28-XI-1901, p. 1931.
61 DSC, 20-XI-1901, p. 1678.
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duda, como raza inferior» era «calmar nuestros recelos». A lo que había 
venido Robert era «a pedir la soberanía íntegra para Cataluña»62.

No era una exageración habida cuenta de que un orador menos hos-
til al catalanismo como Antonio Maura coincidía punto por punto con 
esta evaluación de las bases de Manresa, y aún la agravó. «Cuando se 
ha llamado al programa de Manresa programa separatista», sentenciaba 
Maura: «se ha dicho mucho menos de la verdad, porque es mucho más, 
es un programa de disolución nacional y de negación de la Patria». Las 
bases no esbozaban «ni el estado federativo ni una confederación, sino 
una asamblea o alianza de repúblicas, que no se congregan para otra 
cosa que para escarnecer la imagen del Poder central». Todo el derecho 
público caía en el terreno de esos «estadillos», las Cortes españolas que-
daban disueltas y sustituidas por una conferencia de embajadores elegi-
dos «según la ley que dicte cada región», sin un régimen electoral común, 
ni proporción alguna en la representación del pueblo en el Parlamento. 
Funcionarios civiles, militares, policías, clérigos… todos dependerían de 
las regiones y, además, debían ser naturales de ellas. Tampoco habría 
poder judicial, sino un «Senado de conflictos constitucionales» para re-
solver disputas interregionales, infracciones de la Constitución y respon-
sabilidades de los supremos funcionarios del Estado. En definitiva, no 
habría rastro de poder ejecutivo, legislativo y judicial nacionales, y ni 
siquiera el Poder público podría tomar dinero a préstamo. Las bases de 
Manresa creaban una alianza «de behetrías… porque esas organizacio-
nes electivas, sin Poder que sancione, que ponga el veto y discuta con 
Ministros electivos, ¿en qué parte se ha visto ni se ha podido ver jamás?» 
Al «Poder central» sólo se le dejaba la facultad de pagar los gastos de de-
fensa y los eclesiásticos: «Él verá cómo se arregla. ¿Jurisdicción sobre la 
Hacienda o el trabajo nacional? Ninguna. ¡El arancel! Como si el arancel 
no fuese una pieza de una máquina complicadísima que está compuesta 
de leyes tributarias para el fomento o la protección, y que forman la vida 
económica del país»63.

Sin que esa fuera su pretensión, el dictamen de Maura reforzó la 
autoridad de las tesis de Romero Robledo. Para el veterano político ma-
lagueño no cabía otra solución que tomar el camino contrario al que 
postulaban los catalanistas y culminar el proceso hacia la unidad legal y 
jurisdiccional de la Monarquía. No se cerraba por ello a una descentrali-
zación que estimulara la «moralidad» y el «despacho de los negocios», pero 
a condición de que «uno debe ser el remedio y por igual para todas» las 
provincias. Eso sí, no cabía dar marcha atrás en el proceso unificador, 
pues la centralización era «un movimiento progresivo y civilizador» y la 
prueba era que el Gobierno se encontraba, en ese mismo momento, cen-

62 DSC, 20-XI-1901, p. 1678-1679; 27-XI-1901, p. 1904; y 28-XI-1901, p. 1930.
63 DSC, 29-XI-1901, pp. 1963-1965.
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tralizando «la instrucción pública», es decir, «trayendo al presupuesto del 
Estado el pago a los maestros de primera enseñanza» para asegurarles el 
sustento y la continuidad de su labor. Si hay males en la administración, 
«no se remedian con vanas promesas de descentralización, que se están 
desmintiendo con los hechos»64.

Respecto del catalanismo, había que tratarlo como «una regresión 
en el progreso de los tiempos», como «la negación de la civilización moder-
na», pues no se podía predicar como progreso «que deshagamos la unidad 
de la Patria» y justo después de haber sufrido una traumática escisión. 
Eso conduciría a España a un retorno a la Edad Media en el que se aho-
garían «las grandes conquistas de la época moderna» en una lucha de 
«enconos» y de «intereses pequeños». El mundo iba a la constitución de 
grandes entidades cada vez más cohesionadas, como mostraban Italia y 
Alemania, «marchando por esa vía del progreso, que lleva sin duda, como 
persiguiendo el ideal cristiano, a mayores unidades cada día», a un ideal 
de «cosmopolitismo»65. Romero estaba de acuerdo con Sagasta en no vin-
cular el catalanismo a la cuestión antillana, ni en presentar el primero 
como secuela del descontento con el «desastre», pues las bases de Man-
resa eran tres años anteriores al «grito de Baire». En su empeño de que 
no se confundiera al catalanismo con todos los catalanes, sin embargo el 
político malagueño desvirtuaba las razones de sus contradictores, que no 
se referían tanto al origen como a la eclosión del movimiento, a su creci-
miento y constante presencia pública, posterior sin duda a la derrota con 
Estados Unidos. 

En todo caso, el ex ministro conservador pedía atenerse a la realidad 
de que el catalanismo era, por ahora, un movimiento antisistema más, 
como los republicanos y los carlistas. Había que tolerar que hiciera «ex-
posición de creencias y propaganda de ideas», pero había que reprimir 
toda tentativa de traducirlas en hechos que pudieran «amenazar y per-
turbar el orden y las bases fundamentales del Estado y de la sociedad». 
Había que tomar conciencia de que el separatismo no era algo ajeno al 
catalanismo sino su «prolongación» y secuela, como demostraba la mayor 
frecuencia de los «mueras a España», las silbas a los oficiales del Ejército, 
las agresiones a los universitarios contrarios al nacionalismo y la adop-
ción de «Los Segadores», un «himno de odio, de rencor a muerte contra 
las otras provincias hermanas»66. La menciones a esas manifestaciones 
extremas no eran casuales: a finales de noviembre se habían sucedido 
graves altercados estudiantiles que implicaron a universitarios catalanis-

64 DSC, 28-XI-1901, p. 1930.
65 DSC, 28-XI-1901, p. 1929.
66 DSC, 20-XI-1901, p. 1676-1679.
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tas con sus contradictores, pero también a oficiales del Ejército, agentes 
de la Guardia Civil y autoridades académicas67. 

Los partidos constitucionales debían tomar nota, aconsejaba Rome-
ro, y reactivar sus organizaciones electorales para revertir el resultado de 
los comicios de mayo de 1901. Había que seguir el ejemplo de Lerroux 
«que no siendo catalanista» y ni siquiera conociendo el catalán, había sido 
capaz de ganar las siguientes elecciones locales, de noviembre de 1901. 
Los conservadores no debían persistir en sus «errores» y los liberales en 
sus «debilidades», que eran los factores que habían hecho crecer al nacio-
nalismo. Romero culpaba especialmente al anterior gobierno de la Unión 
Conservadora pues, antes de la llegada de Silvela al Poder, «aquel germen 
insignificante no brotaba, y nadie se ocupaba de semejante cosa, como 
no fuera en círculos literarios y en especulaciones fantásticas». Sólo co-
menzó a hacerlo con la entrega de parcelas de poder en los ayuntamien-
tos –singularmente el de Barcelona, encomendado al mismo Robert–, la 
Iglesia católica –los obispados de la ciudad condal y el de Vich–, la magis-
tratura e incluso el Ejército, a los amigos del general Camilo Polavieja, un 
militar «ilustre, que allá, en la política de América, representaba la oposi-
ción más enérgica contra toda aspiración autonomista, y que aquí, en la 
política española, vino por arte desconocido… a arrojar el fermento que 
ha dado esos frutos»68. La receta debía ser distinta, y debía manifestarse 
con especial claridad en las elecciones, donde los Gobiernos no debían 
volver a desamparar a las candidaturas monárquicas. Y si con ello los 
catalanistas se desplazaban al campo carlista o al federal, que lo hicieran 
en hora buena. Pues si esos dos movimientos aceptaban las bases de 
Manresa: «¿dónde van a colocar a Don Carlos? Porque los catalanistas lo 
arrojan de aquí y no dejan sitio para su trono, a menos que sea el pre-
sidente de esa Comisión que cuida de todas esas cosas menudas… y si 
vosotros, señores republicanos, vinierais al poder, ¿dónde ibais a colocar 
el Gobierno de la República?»69.

Las razones de Romero ganaron a Tomás Castellano que intervino en 
nombre de la minoría liberal-conservadora, conocida como los «caballeros 
del Santo Sepulcro» por rendir fidelidad a los ideales de Cánovas. Caste-
llano reveló que justamente por oponerse al «regionalismo», sus diputa-
dos no habían querido ingresar en la Unión Conservadora de Silvela. No 
había duda de que el catalanismo partía de una convicción profunda de 
«personas importantes» en favor de la autonomía, una idea de «amargos 
recuerdos… para todos los españoles después de su ineficaz ensayo» en 
Cuba, e inoportuna en un momento en que «las desdichas han aflojado 

67 El Imparcial y La Época, 23-XI-1901. Salvador Canals, La cuestión catalana desde 
el punto de vista español, Viuda de Prudencio Pérez de Velasco, Madrid, 1919, pp. 179-
180.

68 DSC, 28-XI-1901, p. 1928.
69 DSC, 20-XI-1901, p. 1680; y 28-XI-1901, pp. 1931-1932.
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los vínculos nacionales»70. Coincidió con Romero en que el nacionalismo 
no habría brotado sin los favores del «silvelismo»: peor aún, su Gobierno 
había asumido parte de sus demandas sin luego poder satisfacerlas, y ha-
bía incrementado el agravio al intentar atraerle para después combatirle 
sin cuartel. No obstante advirtió, y esta fue la aportación más destacada 
de Castellano, que el catalanismo se había convertido en el núcleo de una 
protesta más amplia contra el Poder público de sectores que no eran se-
paratistas: los tradicionalistas, varios notables que no habían conquista-
do sitio en la vida política, los revolucionarios y muchos elementos de la 
masa neutra, que buscaban en él un refugio frente a la falta de Gobierno 
y a la incomparecencia de los monárquicos, que sometía Barcelona a la 
fatalidad de un dilema entre la «demagogia roja» de los republicanos y la 
«demagogia blanca» del nacionalismo. En resumen, la crecida del proble-
ma se debía a «la vacilación de los ministros; el equívoco de los políticos; 
la falta de pensamiento de los Gobiernos, y en especial de los Presidentes 
del Consejo de Ministros, en lo que se refiere a la política de Cataluña»71.

VI. DESCENTRALIZACIÓN SIN REGIONALISMO
Frente a los planteamientos de firmeza de Sagasta, Romero Robledo 

y Castellano, otros dirigentes pedían ignorar el programa de máximos del 
catalanismo. Había que centrarse en si sus demandas inmediatas eran 
atendibles y podían interesar al resto de fuerzas políticas en tanto que 
sirvieran para relegitimar el sistema constitucional con la mejora de la 
eficacia del Estado y la incorporación de un consistente núcleo de opi-
nión. Inauguró estos argumentos un breve discurso de Francisco Peris 
Mencheta, diputado y director del barcelonés El Noticiero Universal, que 
negó que los catalanistas fueran separatistas, aunque hubiera entre ellos 
un pequeño núcleo secesionista. Precisamente porque no lo eran, habían 
podido articular una alianza electoral, para los comicios municipales de 
noviembre de 1901, con fuerzas tan dispares como los conservadores, los 
«gamacistas», los federales y los carlistas. Peris aclaró que los catalanis-
tas sólo pedían, en ese momento, lo que ya les había prometido el ante-
rior Gobierno conservador de Silvela, lo que reclamaba para toda España 
el movimiento regeneracionista de Unión Nacional, lo que les daría sin 
dudarlo Pi y Margall, «y menos de lo que les concederían los carlistas», 
pues recordó que don Carlos había prometido a los catalanes revertir los 
decretos de Nueva Planta72.

Con menos notoriedad que el de los jefes de los partidos, el discurso 
de Peris fue relevante en tanto que pudo decir con claridad lo que, más 

70 DSC, 20-XI-1901, p. 1681.
71 DSC, 20-XI-1901, p. 1683.
72 DSC, 19-XI-1901, p. 1640.
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veladamente, expresaron los dirigentes que contemporizaban con el ca-
talanismo, como Silvela y Maura. Silvela había acabado rompiendo con 
ese movimiento durante su presidencia, y por eso lo calificó «de verdade-
ra dolencia, de virus nacional, en estos últimos tiempos» de resaca de la 
derrota de 1898. Un diagnóstico coincidente con el de Maura, que veía la 
existencia del «partido catalanista» como un «hondo mal» y un «tremendo 
germen de peligro», ante el que se reaccionaba cometiendo «errores que 
con mares de sangre ha pagado España» en Cuba73. 

Silvela se encontraba en una situación, eso sí, más embarazada que 
Maura, pues debía justificar su tentativa de integrar al catalanismo en 
la Monarquía liberal durante su etapa de gobierno por medio de conce-
siones. No le ayudó que el portavoz catalanista, Robert, deslizara que «la 
inteligencia del señor Silvela quería lo que su voluntad no se atrevía a 
ejecutar», esto es, el inicio del proceso autonómico, lo que implicaba con-
fesar, como resaltó oportuno Romero Robledo, una «identidad de creen-
cias entre el jefe de la unión conservadora y el leader del catalanismo en 
estas Cortes»74. Silvela refutó esta supuesta confluencia. Él había tratado 
de incorporar a los hombres públicos del regionalismo ofreciéndoles una 
mayor protección al idioma y al derecho civil catalanes, la descentraliza-
ción administrativa y de la enseñanza, el concierto económico, el respeto 
a sus instituciones particulares y el acceso a importantes cargos públi-
cos. Lo había hecho en coherencia con ideas que había defendido toda 
su vida, pues él nunca había sido un «enamorado de la uniformidad a la 
francesa», sino que había defendido aquellas instituciones históricas «que 
tengan fuerza y vida propia… amada[s] por el pueblo, aun cuando sea[n] 
arcaica[s]», lo mismo que se había levantado siempre contra «las restau-
raciones indirectas de instituciones muertas». No era falta de voluntad la 
que le había impedido seguir adelante, sino que sus interlocutores plan-
tearan tales medidas como una vía abierta hacia la autonomía política en 
línea con el programa de Manresa. Silvela se oponía a que esas reformas 
fueran un elemento de diferenciación de Cataluña, pues debían aplicarse 
por igual a todas las provincias que lo pidieran. Por último, la descen-
tralización no podía implantarse sin mecanismos que permitieran a los 
Gobiernos «investigar el ejercicio que de esa descentralización se haga» y 
retener «todos los principios y elementos de la soberanía, indispensables 
para el mantenimiento de la unidad nacional»75, lo que revelaba que, en 
tiempos de Silvela, los catalanistas no habían transigido con la supervi-
sión que de sus facultades pudiera hacer el Poder público.

Después de su experiencia de colaboración con el catalanismo, el 
líder conservador estimaba que ese movimiento representaba una suerte 

73 DSC, 19-XI-1901, p. 1646; y 29-XI-1901, p. 1966.
74 DSC, 28-XI-1901, p. 1928.
75 DSC, 29-XI-1901, pp. 1970-1971.
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de «federalismo monárquico», aunque la levedad del vínculo entre el Poder 
regional y el nacional por la que abogaban sus dirigentes hiciera que el 
principio monárquico no fuese para ellos «dogma muy fundamental», aun 
cuando todos lo hubieran profesado. Eso sí, aunque sus aspiraciones no 
pudieran encauzarse en la Constitución, tampoco debían ser calificados 
de separatistas, de modo que sus ideas podían defenderse dentro de la 
legalidad mientras el catalanismo perseverara por esa vía76. 

Silvela pedía reconocer la diferencia sustancial de los catalanes y los 
vascos con el resto de los españoles, ya que aquéllos no eran de origen as-
tur-leonés-castellano, y «este Gobierno central… no representa para ellos 
la misma unidad de pensamiento, de raza y de instituciones que para los 
castellanos y andaluces». Si a eso se le añadía que «esa unidad… lejos de 
abrirles nuevos mercados se los cierra, lejos de presentarles horizontes 
de gloria y bienandanza les ofrece horizontes de sacrificios, de ruina, de 
miseria en su desenvolvimiento… todo eso produce un sentimiento ¿por 
qué no decirlo? de verdadera frialdad, con que hay que contar»77. El cata-
lanismo era la expresión regional de «un divorcio total y absoluto», com-
pletaba Maura, «entre los Gobiernos, los poderes públicos de un lado, y 
la Nación española del otro lado», porque los partidos constitucionales ya 
no conectaban con la opinión pública, y se percibía que el sistema políti-
co «era una mentira que había desprestigiado al Poder público», especial-
mente después de 1898. No obstante, el hecho de que los responsables 
del «desastre» siguieran en el Poder había hecho arraigar, en una región 
viva y donde no campaba la indiferencia y el retraimiento, la ideología na-
cionalista, algo que había agravado Sagasta al «armar en corso a la extre-
ma izquierda contra el catalanismo». Esas eran, para Maura, las causas 
de un movimiento que era nuevo, de modo que no cabía irse al Medievo 
para explicar el catalanismo, como hacía Robert78.

Ante lo que era una cuestión de ideales y sentimientos, Silvela y 
Maura coincidían en que serían contraproducentes soluciones de fuerza, 
pues aunque el catalanismo no tenía capacidad para incitar a un levan-
tamiento armado, sí que podía trabar la acción de gobierno. Convenía no 
abultar el problema, ni extremar el apasionamiento. Había que concen-
trarse en mejorar el funcionamiento de las instituciones nacionales y en 
alentar la creación y la circulación de la riqueza y, con ello, la multipli-
cación de oportunidades. Con ello, razonaba Silvela, «todas esas frialda-
des irán desapareciendo o irán amortiguándose… [y] se restablecerá la 
cordialidad de relaciones que existía no hace mucho tiempo entre esos 
elementos y los demás, por más que siempre hayan existido diferencia-
ciones, que sólo el largo transcurso de muchos siglos puede borrar por 

76 DSC, 19-XI-1901, p. 1642.
77 DSC, 19-XI-1901, p. 1643.
78 DSC, 19-XI-1901, p. 1646; y 29-XI-1901, p. 1966.
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completo». Como esto necesitaría tiempo para fraguar, en el presente más 
inmediato había que procurar sortear todo motivo de agravio o conflicto, 
cuidar la elección de las autoridades y la integridad de los funcionarios y 
tratar a los catalanistas como un partido igual que al resto, sin favorecer 
a los republicanos, como había hecho Sagasta para combatirles. Pero 
también había que cerrar la puerta a toda cesión «que pueda atribuirse 
a debilidad o a miedo, que, sobre no ser justa, es ineficaz siempre que se 
otorga en esas condiciones». No debía darse «nada que represente privile-
gio, excepción o concesión singular», pero sí una descentralización amplia 
que permita a todas las provincias desenvolver «su vida y su riqueza» sin 
necesidad de «expedientes prolongados ni autorizaciones innecesarias»79. 

Más ambicioso y radical que Silvela, Maura apostaba por una «hon-
dísima reforma, una revolución desde el Gobierno» que revirtiera un «es-
píritu unificador» que reputaba «extremado». Había que dar una mayor 
libertad cultural y económica, y no pasar la guadaña por «organismos 
que tienen gran fuerza social en los que resplandece la savia que surge 
del fondo y de las entrañas de la sociedad». España, por su contextura 
social, sólo podía tener una democracia y, para ello, había que fomentar 
núcleos sociales que contrapesaran la desmedida influencia de la admi-
nistración pública –buena o mala– sobre el sufragio. Debían reconstituir-
se los poderes locales y desmontar, sentenciaba Maura, esa «máquina 
centralizadora» que, a su «impotencia para el bien» agregaba «la odiosidad 
de la imposición, la suplantación de los órganos legítimos del poder y de 
los medios constitucionales de la influencia recíproca entre los pueblos y 
el Gobierno». Eso era lo esencial, pues casi toda la propaganda catalanis-
ta consistía en quejarse contra lo existente mucho más que en publicitar 
su propio programa80. 

Eso sí, esto no implicaba asumir las tesis catalanistas, que Maura 
no dudó en calificar de «regresivas» en una época en que las naciones se 
esforzaban por definir terminantemente su personalidad en el exterior, y 
trabajaban en el interior por unificarse y compenetrarse, con objeto de 
defender su soberanía. «La evolución, Sr. Robert, no consiste en que se 
desintegre el organismo», le repuso el político mallorquín: «porque cuan-
do los cuerpos simples del organismo reclaman su independencia, lo que 
sucede no es que se evolucione, lo que sucede es que se muere». No cabía 
hablar de las bases de Manresa, ni reconocer políticamente las «diferen-
ciaciones étnicas»: «¿es España la única Nación que tiene diferencias de 
historia en los pueblos que la forman, diferencias étnicas, y de costum-
bres y de lenguas? ¿No se juntan en otras partes sin mengua de la uni-
dad y de la tranquilidad, aun las diferencias religiosas y la contraposición 
de intereses sociales y económicos? ¿Es en España, acaso, Cataluña la 

79 DSC, 19-XI-1901, p. 1643-1644.
80 DSC, 19-XI-1901, p. 1646; y 29-XI-1901, p. 1967.
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única especialidad?». Maura esperaba hallar «un terreno común» con los 
catalanistas, pero para eso los animaba a dejar de serlo, pues un parti-
do local no podía cambiar la constitución de la nación entera: «¿Es que 
vamos a repetir ahora la división entre españoles y catalanes, como ayer 
entre españoles y cubanos, introduciendo en los partidos políticos esa 
división que trae en sus entrañas la guerra civil?». Por eso, les pedía que 
se incorporaran a los partidos ya existentes, o que fundaran un partido 
nacional81. 

La transversalidad de estos planteamientos se manifestó cuando se 
sumó a ellos el representante del Partido Liberal, José Roig y Bergadá, 
que, de acuerdo en lo fundamental con Silvela y Maura, enriqueció el de-
bate con argumentos que denotaban su profundo conocimiento de la po-
lítica catalana. Roig reveló que había sido uno de los que habían trabaja-
do para que los catalanistas estuvieran en las Cortes porque, si obtenían 
representación, sus ideas podrían ser discutidas en la tribuna pública y 
refutadas sin necesidad de reprimirlas. Había que combatirlas en el te-
rreno de los partidos y no del Gobierno, «porque el Gobierno no tiene más 
misión que velar por la integridad de la Patria y por el orden público en 
cuanto la propaganda de estas ideas pueda alterarle»82. 

Además, ese debate lo necesitaban, antes que nadie, los catalanis-
tas, pues su programa no había sido fruto de una discusión seria sino de 
la «masturbación cerebral a que se han entregado cierta clase de elemen-
tos». Para que ese intercambio tuviera lugar, los diputados catalanistas 
debían definir qué parte de las bases de Manresa no suscribían, con ob-
jeto de determinar qué les separaba de sus redactores y, por tanto, qué 
tipo de autonomía pedían y por qué medios se planteaban obtenerla. Con 
ello, Roig buscaba indisimuladamente agrandar la cuña que, dentro del 
movimiento lligaire, existía entre los nacionalistas de Prat y los de Robert, 
una tentativa que había iniciado Romero Robledo y que había hecho que, 
en medio del debate, el doctor hubiera tenido que marchar a Barcelona 
con objeto de cohesionar a los suyos en torno a tesis más flexibles sobre 
las célebres bases, sin que ninguno de sus correligionarios supiera o qui-
siera coger, en el Congreso, el testigo83. 

Para Roig era ya imperativo que los catalanistas se definieran de una 
vez. De ellos sólo podía decirse que no eran estrictamente regionalistas. 
Esto es, que no aspiraban a conservar lo realmente histórico, ese amal-
gama de rasgos peculiares de los catalanes unidos con esos otros que 
los vinculaban de manera inextricable al resto de España, que era lo que 
siempre habían postulado hombres públicos como Manuel Durán y Bas 
y Juan Mañé y Flaquer, acérrimos adversarios de la autonomía política. 

81 DSC, 29-XI-1901, pp. 1965 y 1967-1968.
82 DSC, 25-XI-1901, p. 1819.
83 El Nacional, 21-XI-1901.
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Sin embargo, los catalanistas pedían esa autonomía política, y además 
para consagrar exclusivamente «los atributos de la nacionalidad catala-
na», es decir, basándose en el principio nacionalista de que a toda «comu-
nidad de cultura» le correspondía su propio Estado. Pero ese principio era 
una falacia, como mostraban los casos de Italia, Reino Unido o Francia, 
donde las diferencias lingüísticas y legales no eran constitutivas de nin-
guna diferenciación política. La autonomía tampoco respondía a ninguna 
necesidad, pues los catalanes no eran ningún «pueblo oprimido», como 
los catalanistas difundían en sus propagandas, puesto que gozaban de 
las mismas libertades personales y políticas que el resto de los españoles. 
Por añadidura, Cataluña era la región más rica de España, una situación 
incomparable con la de cualquier otro momento de su historia, ya fuera 
durante el periodo condal o el de la corona aragonesa: «Señores, ¡habrá 
que bendecir ese yugo y esa esclavitud!»84. 

Por todo ello, a Roig la «nacionalidad» catalana le parecía un artifi-
cio, que evidenciaba el carácter minoritario del catalanismo y la lentitud 
de su crecimiento: en Cataluña no se necesitaban «trece años para com-
prender que [se] vive oprimido y esclavo». Es decir que, si para asentar 
esa nacionalidad necesitaban adoptar un corpus de doctrina extranjero y 
realizar una intensa propaganda que además calaba tan pausadamente, 
eso probaba que el «volksgeist» catalanista estaba lejos de ser obra de la 
naturaleza y de la historia85. 

Por añadidura, al orador liberal el catalanismo le parecía un pro-
yecto exclusivista, pues las bases de Manresa estaban hechas sólo para 
Cataluña y reservaban todos los cargos públicos a los catalanes, «y todo 
ello ha levantado suspicacias con razón en otras partes», que se podrían 
haber evitado de constituirse un «partido español regionalista». Su indife-
rencia hacia la forma de gobierno lo hacía «peligroso» y su defensa de una 
Cámara de representación por clases, «reaccionario»86, sin que modificara 
su opinión los matices que introdujo en una réplica Robert, esto es, que 
la Lliga defendía un sufragio universal orgánico, «más democrático que 
el inorgánico de partidos», sustentado en una diferenciación de capaci-
dades o carreras profesionales, de propiedad y de trabajo manual87. Roig 
le repuso que la autonomía política, así planteada, podía desembocar en 
una nueva guerra civil entre los «liberales» y los «reaccionarios» que con-
vivían dentro del catalanismo. Ese notorio exclusivismo revelaba, a ma-
yor abundamiento, que ese nuevo «Estado catalán» era un programa para 
la independencia, porque a un pueblo «al que se le ha hecho comprender 
que se le concede esa autonomía por ser un pueblo que tiene todas las 

84 DSC, 25-XI-1901, p. 1823.
85 DSC, 25-XI-1901, pp. 1820 y 1863.
86 DSC, 25-XI-1901, p. 1822.
87 DSC, 26-XI-1901, p. 1866.
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condiciones de una nacionalidad» querría tener «aquellas facultades que 
dejó en el Poder central» cuando «se vea fuerte». Era, en definitiva, el «na-
tural desenvolvimiento» de la teoría nacionalista88.

La solución de Roig estaba en la descentralización, pues «la uniformi-
dad llevada hasta el punto que se ha llevado en España mata las iniciati-
vas regionales». Citando a Tocqueville, él apostaba no sólo por una «gran 
descentralización administrativa, pero sobre todo por una absoluta des-
centralización política» de los servicios del Estado, de los municipios y de 
las provincias «lo antes posible», pues los electores que se habían acercado 
al catalanismo lo habían hecho por puro malestar con la administración 
y sus abusos. Ningunas Cortes aprobarían una autonomía para Cataluña 
«cuando se pide como atributo de su soberanía y como reivindicación his-
tórica». Con el camino de la legalidad cerrado, el de las armas imposible 
y el del auxilio de una potencia extranjera impracticable porque «se cobra 
cara la comisión» –como los «yankees» evidenciaban sujetando «a los cu-
banos a un protectorado más depresivo que lo fue nunca la dominación 
española en aquella Antilla»–, los catalanistas debían dejar de «agitar… las 
conciencias de vuestros paisanos», porque con ello dificultaban la conce-
sión de una amplia descentralización que, por culpa de sus tesis, fuera 
de Cataluña se interpretaba como una vía abierta hacia la separación. La 
autonomía administrativa era la parte viable del programa catalanista o, 
al menos, «aquellas reformas descentralizadoras que pudieran dejar más 
desembarazada la acción de los organismos locales»89. 

El diputado liberal solicitó de los nacionalistas moderación en su 
propaganda, que era «muy violenta unas veces, va llena de insultos al-
gunas otras», y que podrían dar lugar a una conflagración en Barcelona. 
Pero, al mismo tiempo, incidió en la necesidad de vigorizar los partidos 
constitucionales, que «arrastran una vida demasiado precaria, no gozan 
de toda aquella influencia necesaria en la opinión»90, cuando un Partido 
Liberal orientado hacia la democracia podría contrapesar al nacionalismo 
reaccionario. El discurso de Roig recibió la adhesión del jefe de la rege-
neracionista Unión Nacional, Basilio Paraíso. Sin los compromisos de 
partido de aquél, Paraíso pudo lamentarse de que la militancia «sagasti-
na» de su interlocutor le impidiera ponerse del lado de Cataluña contra el 
Gobierno. El líder regeneracionista pidió a los catalanistas, en tanto que 
expresión catalana de ese malestar público que la Unión Nacional encar-
naba en otras regiones, que en lugar de intentar aprovechar «los miedos 
y debilidades de los Gobiernos pequeños», les ayudaran a ir contra esos 
«hombres de encallecida conciencia que, haciendo odioso a Madrid, re-
presentan en el Gobierno… el fracaso más grande y más vergonzoso de la 

88 DSC, 25-XI-1901, p. 1824.
89 DSC, 25-XI-1901, pp. 1819 y 1824.
90 DSC, 25-XI-1901, p. 1825.
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política española». Para ello, debían aparcar la autonomía, que, o no era 
nada o era «la antesala del separatismo»91.

VII. A LA AUTONOMÍA POR LA REPÚBLICA
Una posición a medio camino entre los dos planteamientos de los 

partidos constitucionales, que respondía a su peculiar situación den-
tro del sistema político de la Restauración, era la de los republicanos y, 
singularmente, la de su nuevo hombre en Barcelona: Alejandro Lerroux. 
Con la aureola de haber forzado la derrota monárquica en las elecciones 
generales de mayo, y luego de haber vencido a los catalanistas en las mu-
nicipales de noviembre, había ganado notoria autoridad en el diagnóstico 
de la «cuestión catalana», y su discurso era muy esperado por todos los 
diputados. Lerroux combinó una hostilidad sin cuartel hacia el catala-
nismo con una firme defensa de la autonomía para Cataluña a partir 
de un planteamiento federal moderadamente «pimargalliano», que debía 
permitir la formación de una entidad regional a partir de la libre deter-
minación de unas municipalidades previamente emancipadas. Por eso, 
rechazó confundir al federalismo con el catalanismo, pues el segundo «es 
clerical, es reaccionario, es separatista, no es un movimiento social, y 
además es carlista», ya que en las bases de Manresa no sólo se establecía 
el sufragio orgánico por clases, sino que se omitía la libertad de cultos92. 

Lerroux aclaró a la Cámara que en la ciudad condal había dos gran-
des partidos: los «amigos» y los «enemigos de España», y que, aunque en-
tre quienes apoyaban el movimiento catalanista había diversos matices, 
la «parte directiva e intelectual» no era autonomista sino «separatista», 
manejaba un discurso distinto en Barcelona que en Madrid y alentaba fo-
cos de «conspiración catalanista» en el Ateneo y la Universidad, donde los 
profesores nacionalistas alentaban la revuelta estudiantil93. Aunque ex-
ceptuó de ese grupo de dirigentes a Robert, no dudó en burlarse de que el 
doctor hubiera postulado la existencia de una raza catalana caracterizada 
por una determinada forma craneal y una capacidad cerebral superior a 
las del resto de la Península. Además, resaltó sus desganadas menciones 
a España en el Congreso de los Diputados, que valdrían lo mismo para 
referirse al «Turquestán» o a «la China». Destacó pasajes del Compendi de 
la doctrina catalanista, de Prat de la Riba, en los que se negaba a España 
como patria de los catalanes y se la señalaba como «el enemigo de Catalu-
ña que desnaturaliza su carácter». Negó que a Robert y a Rusiñol les pre-
ocupara la reorganización territorial de toda España: en mítines habían 
afirmado que, si las otras regiones no despertaban, Cataluña «rompería 

91 DSC, 26-XI-1901, p. 1870.
92 DSC, 28-XI-1901, p. 1934-1935.
93 DSC, 18-XI-1901, p. 1573.



Roberto Villa García

358

las amarras y se salvaría», un camino hacia la independencia que debía 
emprender decididamente si, como advertía Pere Muntanyola –coautor 
con Prat de la Riba del célebre Compendi–, se les negaba la autonomía. 
En todo caso, no había que confundir al nacionalismo con Cataluña: más 
que «catalanismo» debería denominarse «barcelonismo», ya que «fuera de 
Barcelona tiene muy escasa resonancia». Su crecimiento se explicaba más 
que nada en la afluencia atropellada de oportunistas dispuestos a colo-
carse con quienes les dispensara «mayores beneficios económicos» y de 
«elementos políticos fracasados» en otras agrupaciones, a la búsqueda de 
oportunidades dentro de un movimiento que postulaba la creación de un 
«Estado» y, con él, de cargos públicos, una explicación materialista típica 
de sus posiciones políticas que, no siendo del todo falsa, minusvaloraba el 
componente ideológico del movimiento, mucho más relevante94.

Eso sí, la descalificación del nacionalismo servía para situar a los 
republicanos, por boca de Lerroux, como los auténticos autonomistas 
de Cataluña. Él se declaraba federalista, respetaba las demandas de re-
gionalización y abogaba por aplicarlas a Cataluña, que tenía «perfectísi-
mo derecho» por haber llegado «a la plenitud de su personalidad». De lo 
contrario, auguraba, podría surgir una guerra civil que reprodujera las 
«escenas sangrientas» de Cuba y Filipinas. La federación también debía 
ser el vehículo para que progresivamente «vayan derrumbándose aque-
llas fronteras que cierran el camino a la fraternidad universal», que era 
su gran ideal junto con el de la igualdad económica. Ahora bien, mien-
tras esos ideales se iban fraguando, Lerroux puntualizaba que «yo creo 
en España, amo a España, espero en España». Por eso, anunció que «no 
transigiré nunca, a pesar de mis ideas autonomistas, con el partido regio-
nalista de Barcelona… convencido como estoy de que regionalista y ca-
talanista quieren decir separatista»; pero también porque «la prosperidad 
de nuestra Patria» no debía subordinarse «a los particulares intereses de 
una determinada región». Sin embargo, como no encontraba medios den-
tro de la Monarquía para solucionar un problema que requería «mucha 
libertad, mucha justicia y muy honrada administración», insistió en que 
sólo una República traería la autonomía para Cataluña95.

Lerroux arrastró a sus posiciones a la Unión Republicana que, des-
de parámetros similares, presentó una propuesta más original. Su por-
tavoz, el ex ministro José Tomás Muro, pidió no confundir las demandas 
autonómicas antillanas, que su partido también defendía para Cataluña, 
con el programa catalanista, al que le faltaba una previa afirmación «de 
la Patria y de la Nación española, que él no había logrado detectar». Lo 
que apreciaba era, por el contrario, una frialdad que, como historiador, 
percibía en ese intento de legitimar su programa en una interpretación 

94 DSC, 28-XI-1901, pp. 1936 y 1938.
95 DSC, 18-XI-1901, p. 1580; y 28-XI-1901, p. 1940.
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del pasado de Cataluña que buscaba distinguirlo totalmente del español, 
ignorando todos los siglos de integración. Esto contrastaba con la notoria 
circunspección de los catalanistas ante las reivindicaciones de sus sec-
tores más radicales, y especialmente ante los que, como Prat de la Riba 
y Muntanyola, negaban la patria española, una omisión que nacía de ese 
acuerdo esencial de todos ellos respecto de las bases de Manresa96. 

Para Muro, había quedado demostrado que los catalanistas querían 
abolir los tres poderes del Estado español, para que un parlamento ca-
talán lo regulara todo e instituyera un ordenamiento jurídico distinto del 
nacional, que ejecutaría un gobierno catalán a cuya custodia estarían los 
derechos de los catalanes. Creía un contrasentido que la lengua catalana 
se usara en las relaciones entre Cataluña y las demás regiones, o entre 
aquélla y las instituciones nacionales, cuando hasta en las relaciones in-
ternacionales se empleaba un solo idioma, el francés. Tampoco los cata-
lanistas aclaraban si ese monopolio de las funciones públicas por los na-
turales de su región implicaría la renuncia de todos ellos a desempeñar 
cargos fuera de Cataluña. Si a esto se le añadía la constitución de una 
«fuerza armada» al servicio de la autoridad regional, nadie podía dudar de 
que los catalanistas pretendían que se les transfirieran funciones propias 
de la soberanía. En definitiva, sintetizaba Muro, de lo que se trataba era 
de convertir a España en una confederación, con una Cataluña «verdade-
ramente independiente»97.

Lo interesante es que el veterano dirigente republicano concretó 
mucho más que Lerroux su alternativa. Proponía acabar con la división 
provincial y restaurar la regional del Antiguo Régimen, y además dejar 
de considerar el municipio, la provincia y la región como órganos de la 
administración central, para otorgarles derechos y vida propia, como la 
tenían los individuos. Esto no debía conducir a la autonomía, pero sí 
a la autarquía, que no era la descentralización porque ésta «supone el 
arrancar al poder central, más o menos caprichosamente facultades y 
atributos, para entregarlos a la entidad local, región o Municipio». De lo 
que se trataba era de que esas entidades tuvieran «vida independiente 
para el desarrollo de sus intereses y de sus derechos», una esfera dentro 
de la cual pudieran desenvolverse «sin las injerencias del Poder central». 
No debía, por tanto, caerse en el yerro de Silvela de hacer «la apología del 
regionalismo con sus actos de gobierno» y «excitar las pasiones regiona-
listas», para luego rectificar, pero sin proponer otra cosa más que «los go-
biernos fueran buenos» y «los funcionarios… honrados e inteligentes», lo 
que le parecía una ingenuidad propia del primer constitucionalismo, con 
su prescripción de que todos los españoles fueran «justos y benéficos». 
Como los liberales tampoco contemplaban una reforma de la ley munici-

96 DSC, 27-XI-1901, pp. 1896-1898.
97 DSC, 27-XI-1901, p. 1899.
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pal en esa línea, Muro concluía que sólo la República podría resolver esta 
cuestión98.

En definitiva, los dos planteamientos constitucionales y el republi-
cano otorgaban tratamiento y soluciones diferentes, pero coincidían en 
una evaluación negativa del programa catalanista. Se cerraba la puerta 
a las demandas primarias de Robert, sin más ofrecimiento inmediato que 
la reforma descentralizadora que Sagasta planteaba para municipios y 
provincias, que no incluía una regionalización. Lo peor para la Lliga es 
que el ambiente de hostilidad al catalanismo, que no habían disipado 
las discusiones, impulsó a los parlamentarios por Barcelona ajenos al 
nacionalismo a pedir a todos los diputados que desligaran los intereses 
de su provincia del programa de Robert. «Dado el actual giro del debate», 
se veían obligados a desmentir que la frialdad y el desvío que la Lliga 
había mostrado hacia España fuera el sentimiento predominante entre 
sus representados. El 27 de noviembre de 1901, siete de esos diputados 
presentaron una proposición incidental en la que «sentían la necesidad» 
de afirmar «que en la provincia de Barcelona existe tan vivo y vehemente 
el amor a la integridad de la Patria como en las demás de la Monarquía»99. 

Defendió la proposición el conservador José Elías de Molins, que 
proclamó su lealtad a España, a la que los diputados por Barcelona de-
claraban querer más que nunca «porque la sentimos pobre y desvalida», 
y en esta situación consideraban inicuo, como habían hecho los naciona-
listas, plantear nada que la debilitase aún más. Se indignó de que «aquí 
no se habla más que del partido catalanista», que «hace mucho ruido y 
mucho estrépito, y parece que el resto del país catalán no existe». Ellos, 
por oposición a las bases de Manresa, se adherían al programa que an-
tes de morir dejaron trazados Balmes y Mañé: no había que fomentar un 
«provincialismo ciego que se olvide de que el Principado está unido al res-
to de la Monarquía», pues los catalanes eran también españoles y como 
tales participarían de la prosperidad y de las desgracias nacionales, y en 
especial de la mayor de las desgracias, que sería la de quebrantar la uni-
dad nacional. Frente a eso, cabía un provincialismo «legítimo, prudente, 
juicioso», conciliable con los grandes intereses de la Nación, «de la misma 
manera que la familia cuida de los intereses propios sin faltar a las leyes, 
y sin perjudicar, antes favoreciendo, el bien del Estado»100. 

Elías pidió disociar del catalanismo cuestiones como la arancela-
ria, pues cuando Barcelona pedía protección, la solicitaba para todo el 
mercado nacional, y eso era una gloria del partido conservador, como lo 
habían sido también las leyes de protección del trabajo. La provincia no 
quería las bases de Manresa, sino esa descentralización económica y ad-

98 DSC, 27-XI-1901, p. 1900.
99 DSC, 27-XI-1901, p. 1901.
100 DSC, 27-XI-1901, p. 1901.
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ministrativa tantas veces prometida, y que se discutieran medidas para 
proteger a la Monarquía y a la religión –base de la unidad nacional–, para 
abordar el problema social y de las subsistencias, y para acabar con las 
deficiencias de los servicios públicos101. Pese a que la proposición se había 
presentado contra ellos, los diputados de la Lliga no pudieron sustraerse 
de votarla, con lo que ello suponía: dejar sus demandas congeladas in-
definidamente, al menos por el año y poco que a Sagasta le quedaba de 
Gobierno… y de vida. 

VIII. BALANCE DE UN DEBATE
La cerrada oposición al programa de máximos del catalanismo no debe, 

sin embargo, opacar que, durante el último gobierno de Sagasta, se produjo 
un importante punto de inflexión en las relaciones de la Monarquía de la 
Restauración o, si se quiere, de los dos grandes partidos constitucionales 
con el nacionalismo. Por vez primera se toleró su entrada en el Congreso de 
los Diputados, con una representación que con el tiempo se acrecentaría y 
que, con altibajos, ya no faltaría hasta la dictadura de Primo de Rivera. 

El debate transparentó, además, que la preocupación de los dirigen-
tes constitucionales respecto del catalanismo no sólo era genuina, sino 
que estaba en máximos, lo que resultaba inteligible si se pondera el poco 
tiempo transcurrido desde la dolorosa escisión de las provincias ultrama-
rinas. Los discursos revelaron que la cuestión nacionalista era bien co-
nocida y estaba adecuadamente diagnosticada, fueran cuales fueren las 
diferencias de criterio y en las propuestas de encauzamiento o control. 
Los políticos liberales, a izquierda y derecha, eran conscientes de que el 
catalanismo había encontrado, en la resaca del «desastre», una coyuntu-
ra propicia para validar sus tesis ante el «pueblo» al que apelaban en sus 
propagandas, y para cohesionarse en torno al propósito de diferenciarse 
de una España que percibían como una nación en quiebra. Su proyecto, 
si no francamente secesionista, era la constitución de un Estado propio 
sobre el molde de las bases de Manresa, un programa de máximos que 
cabía rebajar, pero al que los catalanistas se negaban a renunciar. Mien-
tras tanto, se trataba de ir obteniendo palancas de poder que permitieran 
acelerar la «toma de conciencia» de los catalanes respecto a su condición 
nacional, con objeto de conformar de arriba abajo una comunidad de 
cultura a partir de la cual un nacionalismo integral podría, en una co-
yuntura propicia, fraguar una comunidad política separada de España102. 

La crecida del nacionalismo impulsó a los dirigentes constituciona-
les, alarmados por una grave cuestión «que afecta al Gobierno, al país, a 

101 DSC, 27-XI-1901, p. 1902-1903.
102 Jesús Pabón, Cambó… op. cit., pp. 190-198. Borja de Riquer, Escolta Espanya… 

op. cit., 2001.



Roberto Villa García

362

su porvenir y, puede decirse, que hasta a su existencia» –como puntuali-
zó el dirigente liberal Miguel Villanueva–103, a desplegar una doble estra-
tegia de contención. De un lado, se toleró la llegada del catalanismo a las 
Cortes, y no sólo para sortear una deslegitimación más aguda del siste-
ma constitucional en la segunda ciudad de la Monarquía, sino también 
con el propósito de diluir su programa de máximos en el Parlamento, en 
la confianza de que los debates permitirían depurar las demandas más 
extremosas del nacionalismo. Los dirigentes constitucionales eran bien 
conscientes del pluralismo interno de ese movimiento, de lo reciente de 
la fusión entre «nacionalistas» y «polaviejistas» y de las tensiones entre 
la Lliga y la Unió Catalanista, y buscaron aprovechar esa situación para 
introducir la divisiva cuestión las bases de Manresa. Un juego que los 
catalanistas supieron detectar, pero que, aun así, les puso en serias di-
ficultades hasta el punto de que su portavoz más caracterizado hubo de 
viajar a Barcelona, en medio del debate, para aplacar una crisis a cuenta 
de los matices que Robert deseaba introducir al principio de la «intangi-
bilidad» de las bases. Lograron, sin duda, salvar la cohesión de la Lliga 
pero, a cambio, el no desvincularse decididamente del programa de Man-
resa concitó el unánime rechazo a sus demandas por parte del Congreso 
e, incluso, el pronunciamiento contrario de una parte sustancial de la re-
presentación barcelonesa. Una desautorización que contribuyó a apartar 
la cuestión catalanista por un tiempo de la agenda política, todo un logro 
si se considera la efervescencia que la cuestión había suscitado desde 
finales de 1898 hasta la discusión de las actas de Barcelona en 1901. 

Era ésta, sin duda, una de las virtudes del parlamentarismo pre-de-
mocrático o «negativo» –es decir, anterior a su racionalización–, tal y como 
se practicaba por entonces en España. Como ya apuntara con agudeza 
Benito Pérez Galdós, las «cuestiones amenazadoras» quedaban reducidas 
a «muy poca cosa en cuanto se les ha sometido a una discusión como las 
que aquí se usan», ya que «no hay quien iguale a nuestros oradores en 
lo de apurar un tema: lo desentrañan, lo vuelven del revés, lo examinan 
a todas las luces posibles, lo exprimen y le sacan toda la sustancia». En 
definitiva, gracias «a la luz que arroja sobre todo» el Parlamento no había 
«error que pueda prevalecer»104, y así lo creían quienes participaban del 
principal foro de discusión pública, de la fábrica de opinión del país. De 
modo que, si en julio Sagasta y Silvela eran renuentes a debatir la cues-
tión para no agravar las diferencias que le separaban del catalanismo, la 
iniciativa del segundo de plantear en noviembre ese debate con todas sus 
consecuencias, alarmado por la disposición del Gobierno liberal a apoyar 
a los republicanos contra los catalanistas –que había vuelto a polarizar la 

103 Diario de Sesiones del Senado, 27-I-1900, p. 2203. 
104 Roberto Villa García, “Los fundamentos políticos de la Restauración en Benito Pérez 

Galdós”, Memoria y Civilización, nº 24, 2021, p. 251.
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situación política en Barcelona– y por el propósito de Lerroux de presen-
tarse como el caudillo allí del españolismo, fue decisiva para acotarlas y 
para tender una mano al sector más evolutivo del nacionalismo.

De otro lado, los partidos constitucionales también buscaban son-
dear a los diputados catalanistas para reeditar lo que, hasta entonces, 
había sido uno de los factores más relevantes de la estabilidad de aquel 
sistema político: un proceso de atracción de lo que ya había dejado de ser 
una simple tendencia de opinión articulada en torno a una figura política 
–como había ocurrido en 1899 con el «polaviejismo»–, para convertirse en 
un partido con capacidad de hegemonizar la segunda ciudad de la Mo-
narquía y que, por encontrarse fuera del sistema, podía convertirse en un 
importante factor de perturbación. El sondeo, prácticamente unánime, 
fue el ofrecimiento de un compromiso de descentralización, que sin em-
bargo no podía ser contemplado por los catalanistas por la ambivalencia 
con que fueron planteados sus términos. En especial, por el hecho de 
que para Robert y los suyos la «regionalización» –es decir, la constitución 
de una Cataluña con una personalidad administrativa– era un requisito 
irrenunciable, una demanda a la que Sagasta se oponía radicalmente 
y hacia la que Silvela se había mostrado ambivalente, conocedor de la 
prevención que esa propuesta suscitaba en sus propias filas. El único 
apoyo a la regionalización surgió de las filas republicanas, pero procedía 
precisamente de los grandes adversarios del catalanismo en Barcelona y 
en unos términos inconciliables con las concepciones conservadoras que 
del «Estado catalán» tenían Prat y Robert. No obstante, de los partidos 
constitucionales consiguieron, al menos, algo relevante: el compromiso 
de reconocer al catalanismo como un interlocutor válido, dentro de la le-
galidad, y una invitación explícita a que una parte de su programa podría 
ser contemplado si, a cambio, aceptaban insertarlo en una plataforma 
más amplia, que potenciara su perfil regionalista sobre el particularista. 
Algo que quizás influyera en la alianza que, pocas semanas después, es-
tablecería la Lliga con la Unión Nacional de Paraíso y Santiago Alba.

Era, eso sí, demasiado poco para atisbar en 1901 una «integración 
negativa» del catalanismo en la Monarquía liberal, es decir, una acepta-
ción tácita del sistema que no demandara un abandono explícito de su 
programa de máximos. Éste tocaba algo tan sustancial para los partidos 
constitucionales como la preservación no sólo de la Monarquía liberal 
sino del cuerpo político que le servía de fundamento, que a priori situaba 
al nacionalismo con menos probabilidades de integración que al repu-
blicanismo –«domesticado en los últimos tiempos hasta aceptar el papel 
de comparsa en la farándula parlamentaria»–105, al socialismo del PSOE 
o al tradicionalismo. Como Roig y Bergadá había señalado con agudeza, 

105 Gabriel Maura, Historia crítica del reinado de Alfonso XIII durante su menoridad, 
Montaner y Simón, Barcelona, 1925, Tomo II, p. 111. 



Roberto Villa García

364

el hecho de que los catalanistas no renunciaran a las bases de Manresa 
y que no reconocieran a España, sino a Cataluña, como su comunidad 
política de referencia, incrementaba los costes de todo acuerdo que im-
plicara algún tipo de cesión a los nacionalistas, por la desconfianza de 
que sólo sirviera para hacer surgir un Estado dentro del Estado que, en 
última instancia, no tendría otro objetivo sino acabar con el español. Le-
jos de ser un prejuicio gratuito, la ambivalencia de los nacionalistas –esto 
es, sus constantes equívocos y contradicciones, «quizá dialécticamente 
buscadas»–106 al usar de las palabras «regionalismo», «descentralización», 
«catalanismo» y «autonomía», abonaba esos recelos. 

Sobre esto, lo más admirable de aquel debate era, al menos desde la 
perspectiva de hoy, que los políticos constitucionales y los republicanos, 
más allá de alguna contaminación terminológica como la del «Poder cen-
tral», conocieron el significado preciso y emplearan con soltura esos mis-
mos términos –«regionalismo», «descentralización», «catalanismo» y «auto-
nomía»– y aun otros como «nacionalismo», «federación» o «confederación», 
«soberanía», «independencia» y «separación». Sabían, además, diferenciar 
la esfera «política» de la «administrativa», y distinguir la «comunidad po-
lítica» de esa evanescente «comunidad de cultura» de Fichte y Herder, 
todo ello con pleno entendimiento de sus implicaciones. De modo que 
eran perfectamente capaces de diferenciar entre los distintos modelos de 
organización territorial y de comprender las contradicciones del proyecto 
de «Imperio ibérico» al que pretendía llevarles el doctor Robert.

Los partidos constitucionales sabían que esa vía era intransitable, 
pero tampoco ofrecieron en 1901 una reforma del modelo vigente más o 
menos acordada y coherente. Habilitaron, por el contrario, respuestas 
diferentes, sujetas también a sus ideales e intereses distintivos y al papel 
que cada uno jugaba dentro del sistema constitucional. La Unión Con-
servadora y sus aliados buscaban un «terreno común» que les permitiera 
entenderse con una Lliga con la que, más allá de la cuestión nacionalista, 
tenían afinidades programáticas y hasta personales, dada la extracción 
conservadora de varios dirigentes lligaires. El Partido Liberal, inclinado a 
la izquierda después de perder a su ala «gamacista», buscaba articularse 
como alternativa al nacionalismo y acabó embarcándose en una alianza 
con los republicanos de Barcelona. De ahí la disonancia de los dos gran-
des partidos, con un Silvela que amonestaba a Sagasta por polarizar la 
política de la ciudad condal entre «catalanistas» y «españolistas», que le 
recordaba demasiado a la división entre partidos «españoles» y «cubanos» 
previa al desastre de 1898, con las fuerzas acaudilladas por Lerroux ha-
ciendo las veces de los «incondicionales» de la Unión Constitucional. 

106 Melchor Fernández Almagro, Historia política de la España contemporánea 
1897/1902, Alianza, Madrid, 1968, p. 285.
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Dos tácticas, una dinámica alternante de hostilidad e integración, 
que sería ya una constante durante todo el periodo de la Restauración, 
y que tuvo un balance ambivalente. Pues si Lerroux contribuyó a frenar 
y retrasar el crecimiento del catalanismo en Barcelona hasta, por lo me-
nos, los años previos a la Gran Guerra, a partir de entonces la pujanza 
de la Lliga impondría una táctica de contemporización que llevaría a la 
instauración de la Mancomunidad de Cataluña, y que acabó por congelar 
la reorganización de los partidos constitucionales en la región como alter-
nativa al catalanismo lligaire, al que acabaron subordinándose al menos 
hasta el surgimiento, en la pleamar nacionalista de 1919, de la Unión 
Monárquica Nacional.  

	 Probablemente, esa ambivalencia táctica, esa rotación entre las 
dinámicas de hostilidad e integración, fue una secuela de que no se li-
quidara, con saldo favorable para nadie, el debate sobre si había sido la 
transigencia o la intransigencia con el autonomismo cubano lo que había 
conllevado, en última instancia, la pérdida de la Gran Antilla, un dile-
ma que había zanjado abruptamente la intervención norteamericana de 
1898. Una irrupción que había introducido un factor más de inquietud 
entre los políticos constitucionales: ese miedo al «anexionismo», que salió 
a la palestra en el debate de 1901. Pero no al «anexionismo» en términos 
asimilistas que temía el doctor Robert, sino otro bien diferente y más pe-
ligroso: el de una Francia que pudiera considerar irredento un territorio 
sobre el que España hubiera perdido el control. Y es que la sombra que 
1898 proyectaba sobre la política española era, todavía, demasiado alar-
gada.  
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